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RESUMEN. 
La prisión preventiva como mecanismo de presión para que el imputado acepte una 
terminación anticipada en los procesos penales, Iquitos, 2013.” el objetivo general es 
determinar si la prisión preventiva en ejecución ejerce presión hacia el imputado para que 
acepte una terminación anticipada, los objetivos específicos son de determinar si la 
ejecución de la prisión preventiva constituye un medio de presión para que el imputado 
busque la manera más rápida de obtener una sentencia, determinar si la ejecución de la 
prisión preventiva que conlleva a una audiencia de terminación anticipada, resulta 
peligrosa para los fines que persigue nuestro sistema penal, declarándose la culpabilidad 
de una persona inocente o aplicándose penas muy leves para los autores de delitos graves, 
El estudio es descriptivo, el diseño de investigación es el no experimental del tipo 
transversal, el tipo de investigación fue básico, la investigación fue mixta porque se logro 
una investigar una perspectiva más amplia y profunda del problema, así mismo se pudo 
formular el planteamiento del problema con mayor claridad y se pudo producir datos más 
variados mediante la multiplicidad de observaciones se describió de manera cuantitativa 
ya que permitió examinar los datos de manera numérica y cualitativa por que se participó 
en la investigación a través de la interacción con los sujetos de estudio. para recabar datos 
se empleó el método de la encuesta y como instrumento se aplicado un cuestionario a los 
participantes, uno de los resultados es que el 100% de abogados litigantes, el 100% de 
fiscales, y el 100% de jueces de investigación preparatoria, y 92,8% de sentenciados 
mediante el proceso especial de terminación anticipada cuando estos se encontraban 
internados en un establecimiento penitenciario bajo la medida de prisión preventiva 
encuestados consideran que el proceso de terminación anticipada es una suerte de 
negociación, siendo la conclusión general que el 60% de abogados litigantes, el 33,3% de 
jueces de investigación preparatoria, el 56,2% de fiscales, y el 62,8% de sentenciados 
mediante terminación anticipada cuando se encontraban con prisión preventiva los 
encuestados consideran que la prisión preventiva es un medio de presión para que el 
imputado acepte acogerse al proceso de terminación anticipada.  
Palabras Claves: Prisión preventiva, terminación anticipada, presión de la prisión de la 
ejecución de la preventiva. 
 
SUMMARY. 
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The Preventive detention as leverage for the accused accept an early termination in 
criminal proceedings, Iquitos, 2013. "The overall objective is to determine whether 
remand running exerts pressure on the accused to accept an early termination, objectives 
are specific to determine whether the implementation of preventive detention as a means 
of pressure for the accused seek the fastest way to obtain a judgment, determine whether 
the implementation of preventive imprisonment involving an audience of early 
termination, dangerous for the aims of our criminal justice system, declaring the guilt of 
an innocent or apply very light sentences for serious offenders, the study is descriptive 
research design is no experimental cross-type person the kind of research was basic The 
research was mixed because achievement investigate a broader and deeper problem 
perspective, also could make out the problem more clearly and could produce more varied 
data through multiple observations described quantitatively as allowed to examine the 
data numerically and qualitatively that participated in the research through interaction 
with subjects. to collect data on survey method was used and an instrument a 
questionnaire to the participants, one of the results is was applied to 100% of litigators, 
100% tax, and 100% of judges of preliminary investigation, and 92.8% of those sentenced 
by the special process of early termination when they were interned in a prison under 
preventive custody respondents felt that the process of early termination is a kind of 
negotiation, with the general conclusion that 60 % of trial lawyers, judges 33.3% of 
preparatory research, 56.2% of prosecutors and 62.8% of those sentenced by early 
termination when they were in pretrial detention respondents believe that preventive 
detention is a pressure means for the accused accepts eligible for early termination 
process. 





CAPITULO I: PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA. 
1.1. INTRODUCCIÓN. 
   10 
   
La libertad es un valor esencial, y a la vez un derecho subjetivo fundamental, que se 
traduce en un conjunto de libertades específicas consagradas en las normas 
constitucionales, leyes y en los tratados internacionales. 
Unos de los ámbitos específicos que involucra la libertad individual es el derecho a la 
libertad personal, la misma que garantiza a su titular el no verse arbitraria o 
irrazonablemente privado de ésta, ni ser detenido o sometido a restricciones de la libertad 
en supuestos distintos a los previstos por la norma; pero como todo derecho no es 
absoluto, así nuestro nuevo Código Procesal Penal [en adelante NCPP] ha previsto 
medidas de coerción procesal como es la Prisión Preventiva, cuyo objeto es la de asegurar 
los fines penales del procedimiento, esto es, asegurar la celebración del juicio oral y 
eventualmente la eficacia de una sentencia condenatoria, para ello es necesario que se 
cumplan ciertos presupuestos. 
Sin embargo; desde la entrada en vigencia del NCPP desde el 01 de octubre del 2012, 
para todos los delito, en el Distrito Judicial de Loreto, en la ejecución de la Prisión 
Preventiva viene siendo mal empleada por los representantes del Ministerio Público, 
puesto que se ha convertido en un mecanismo de presión hacia el imputado, ya que es 
utilizado so pretexto para que luego sea convertida en una audiencia de Terminación 
Anticipada, donde se obvia muchas veces la dignidad humana y quizás el debido proceso 
y esencialmente la igualdad de armas mediante el requerimiento y acuerdo provisional 
escrito de terminación anticipada en la que el imputado se ve en la desigualdad de armas 
al encontrarse privado de su libertad en una prisión, fundamentando los señores fiscales 
su pedido en una pronta solución del conflicto de intereses y conseguir una justicia más 
rápida y eficaz; sin considerar que en este tipo de audiencias el imputado, se encuentra 
coactado debiendo aceptar la imposición de una pena privativa de libertad, de no hacerlo 
existiría la posibilidad de que el Fiscal solicite la pena más gravosa en el planteamiento 
de su acusación fiscal, para que de esta forma el Juez pueda emitir sentencia en la que la 
pena sea más alta de la que hubiera sido impuesta en un proceso terminación anticipada, 
debido al acuerdo legal a la que habrían llegado ambas partes. 
Otra situación que resulta preocupante sería las condiciones de desigualdad que podrían 
presentarse en dichas audiencias, puesto que una persona recluida en una prisión se 
encuentra en menores condiciones ante el representante del Ministerio Publico quien 
podría imponer sus intereses, pudiendo convertirse el conflicto en criterios de poder y no 
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en criterios jurídicos; por lo que dicha práctica podría estar afectando el derecho a la 
dignidad humana de la persona recluida en un penal, de esta manera se estaría violando 
el Principio de Legalidad. 
Por otro lado se advierte que en este tipo de Procesos de Terminación Anticipada resultan 
peligrosas para el sistema procesal penal peruano, ya que podría darse el caso que una 
persona inocente se declare culpable respecto a un hecho que tendría matices de haber 
sido cometido por el investigado, de esta forma obtener una menor pena por la presión 
que ejerce el encontrarse recluido en una prisión, maxime si se tiene en cuenta la 
falibilidad del juicio humano; asimismo puede darse el caso de que el responsable habitual 
de hechos ilícitos se valga de estos procesos para recibir una pena menor. De manera que 
la ejecución de la Prisión Preventiva puede ejercer presión para que el imputado acepte 
una futura Terminación Anticipada y este futuro acuerdo vulneraría el derecho a la 
dignidad del detenido así como el principio de legalidad, en las investigaciones que 
conocen las Fiscalías Provinciales Penales Corporativa en el marco del Nuevo Código 
Procesal Penal. 
Finalmente, en la actualidad se observa que la actuación del Ministerio Público en muchas 
ejecuciones de Prisión Preventiva convertidas en audiencias de Terminación Anticipada 
resultan contradictorias, puesto que primero en el requerimiento de Prisión argumentan 
que la pena privativa de libertad será efectiva puesto que superara los cuatro años, 
conforme el articulo 268 numeral 2 del Código Procesal Penal; sin embargo en el acuerdo 
de Terminación Anticipada solicitan la aplicación de la pena privativa de libertad 
suspendida ya que la pena será menor de cuatro años.  
De esta manera se planteó el siguiente problema ¿La ejecución de la prisión preventiva 
constituye un mecanismo de presión para que el imputado acepte una Terminación 
Anticipada, en la ciudad de Iquitos, 2013? 
 
1.2. EL PROBLEMA, LA HIPÓTESIS LAS VARIABLES. 
1.2.1. El problema. 
1.2.1.1. El problema general. 
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¿La ejecución de la Prisión Preventiva constituye un mecanismo de presión para que el 
imputado acepte una Terminación Anticipada, en la ciudad de Iquitos, 2013? 
1.2.1.2. Problemas específicos. 
a. ¿La ejecución de la Prisión Preventiva constituye un medio de presión para que el 
imputado busque la manera más rápida de obtener una sentencia? 
b. ¿Existen condiciones de desigualdad de armas en la ejecución de la Prisión preventiva 
hacia el imputado? 
c. ¿La ejecución de la Prisión Preventiva que conlleva a una Audiencia de Terminación 
Anticipada, resulta peligrosa para los fines que persigue nuestro sistema penal, 
declarándose la culpabilidad de una persona inocente o aplicándose penas muy leves para 
los autores de delitos graves? 
d. ¿Hacen bien los jueces de investigación preparatoria que han dictado prisión 
preventiva, y luego conducir la audiencia de Terminación Anticipada? 
 
1.2.2. Hipótesis. 
La ejecución de la Prisión Preventiva constituiría un mecanismo de presión para que el 
imputado acepte una Terminación Anticipada. 
 
1.2.3. Identificación de las variables. 
1.2.3.1. Variable Independiente (X): 
La ejecución de la Prisión Preventiva constituiría un mecanismo de presión. 
 
Indicador: 
Encuesta a Abogados litigantes, Jueces de los juzgados de investigación preparatoria de 
maynas, Fiscales de las fiscalías provinciales penales corporativas de maynas. 
Instrumento: 
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 Cuestionario. 
 
1.2.3.2. Variable Dependiente (Y): 
Aceptar una Terminación Anticipada. 
Indicador: 
Encuesta a personas que se les dictó prisión preventiva y luego se les dictó sentencia 




1.2.3.3. Operacionalización de las Variables. 
VARIABLE INDICADOR INSTRUMENTO 
V. Independiente (X): 
La ejecución de la Prisión 
Preventiva constituye un 
mecanismo de presión. 
Encuesta a Abogados 
litigantes, Jueces de los 
juzgados de investigación 
preparatoria de Maynas, 
Fiscales penales 
corporativas de Maynas. 
Cuestionario. 
V. Dependiente (Y):  
Aceptar una Terminación 
Anticipada.  
Encuesta a personas que se 
les dictó prisión preventiva 
y luego son sentenciados 
mediante terminación 




1.3.1 Objetivo general. 
Determinar si la prisión preventiva en ejecución ejerce presión hacia el imputado para 
que acepte una terminación anticipada. 
1.3.2. Objetivos específicos. 
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a. Determinar si la ejecución de la Prisión Preventiva constituye un medio de presión para 
que el imputado busque la manera más rápida de obtener una sentencia. 
b. Determinar si el imputado está en condiciones de desigualdad de armas legales en la 
ejecución de la Prisión Preventiva que motiva la aceptación de una audiencia de 
Terminación Anticipada. 
c. Determinar si la ejecución de la Prisión Preventiva que conlleva a  una Audiencia de 
Terminación Anticipada, resulta peligrosa para los fines que persigue nuestro sistema 
penal, declarándose la culpabilidad de una persona inocente o aplicándose penas muy 
leves para los autores de delitos graves. 
d. Establecer, si hacen bien los jueces de investigación preparatoria que han dictado 
prisión preventiva y luego conducir la audiencia de Terminación Anticipada. 
 
1.4. JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN: 
La investigación realizada se basa en la necesidad de poder determinar si durante la 
tramitación de un proceso penal existe alguna colisión entre ejecución de la prisión 
preventiva y la aplicación del proceso de terminación anticipada, respecto a la existencia 
de algún factor o factores que pudieran constreñir sobre el imputado que se encuentra 
recluido en un centro penitenciario cumpliendo con la medida limitativa de derechos y 
que esto conlleve a la aceptación del mismo para acogerse a un proceso de terminación 
anticipada propuesta por el Fiscal; teniendo en cuenta que la aceptación del proceso antes 
indicado conllevaría a la aceptación de los cargos que se le imputa, lo que concluiría con 
una sentencia condenatoria previamente negociada. 
Los beneficiados de la investigación serán los miembros de la sociedad en general de la 
ciudad de Iquitos, ya que es un tema de importancia y trascendencia tanto procesal y 
social al estar constreñido a la privación de la libertad ambulatoria del ser humano. Pero 
de manera especial aquellas personas que son privados de su libertad de manera temporal 
mediante la ejecución de la prisión preventiva.  
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El diseño de investigación que se empleo fue el no experimental, del tipo transversal o 
transaccional, ya que se recolecto datos de un solo momento y en un tiempo único. El 
propósito de este método fue de describir variables y analizar su incidencia e interrelación 
en un momento dado. El Tipo de Investigación fue básico, ya que se trató de aclarar los 
conceptos y dogmas con respecto a la figura de la Terminación Anticipada y la Prisión 
Preventiva, el nivel de Investigación es de tipo descriptiva ya que solo se hizo un análisis 
descriptivo de las variables. 
2.1.1.1. Delimitación de la investigación. 
a. Temporal: La investigación es del periodo comprendido del 01 de enero del 2013 hasta 
el 31 de diciembre de 2013 en la ciudad de Iquitos provincia de maynas del Distrito Fiscal 
y Judicial de Loreto en los casos que se sentenció mediante terminación anticipada cuando 
se estaba ejecutando una prisión preventiva.  
b. Espacial: La investigación se circunscribió en la ciudad de Iquitos perteneciente a la 
provincia de maynas, Distrito Fiscal y Judicial de Loreto. 
c. Población y Muestra. 
La población, es de características heterogénea, conformada por abogados litigantes, 
fiscales de las fiscalías provinciales penales corporativas de Maynas, jueces de los 
juzgados de investigación preparatoria de Maynas (Operadores Jurídicos) y personas 
sentenciadas mediante terminación anticipada cuando se estaba ejecutando la medida 
coercitiva de prisión preventiva en la ciudad de Iquitos durante el año 2013. 
La muestra representativa está conformada por 55 encuestados, divididos en 16 fiscales 
de las fiscalías provinciales penales corporativas de maynas, 3 Jueces de los Juzgados de 
Investigación Preparatoria de Maynas, 20 abogados litigantes en Iquitos y 16 
sentenciados mediante terminación anticipada cuando se encontraban recluidos en un 
penal bajo la medida coercitiva de prisión preventiva.  
   17 
   
 
2.2.2. Estadísticas Empleada. 
La investigación fue mixta porque se logro una investigar una perspectiva más amplia y 
profunda del problema, así mismo se pudo formular el planteamiento del problema con 
mayor claridad, así como las maneras más apropiadas para estudiar y teorizar los 
problemas de investigación y se pudo producir datos más ricos y variados mediante la 
multiplicidad de observaciones pues se describió de manera cuantitativa ya que permitió 
examinar los datos de manera numérica, especialmente en el campo de la estadística y 
cualitativa por que se participó en la investigación a través de la interacción con los 
sujetos de estudio. 
a. Análisis de Datos, Bibliográficos: Para conocer más a fondo el problema de 
investigación se utilizaron libros de la especialidad, páginas virtuales, los cuales 
proporcionaron las diferentes “posiciones” sobre el tema, gracias a la lógica (estructura 
del pensamiento) y al razonamiento (fundamentación). 
 
b. Método e instrumento: Para recabar la información se empleó el método de la 
encuesta y como instrumento se recurrió a la aplicación de un cuestionario, aplicado a los 
magistrados de los juzgados de investigación preparatoria, fiscales del Ministerio Publico 
específicamente de las fiscalías penales corporativas de la provincia de maynas, abogados 
litigantes y a personas condenadas mediante el proceso especial de terminación anticipada 
cuando estos se encontraban recluidos en un centro penitenciario bajo la medida 
coercitiva de prisión preventiva. 
 
c. Tratamiento de datos: Los datos fueron procesados en tablas de frecuencias absolutas 
y relativas, a fin de presentar las estadísticas que describen el problema investigado, que 
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CAPITULO III: “REVISIÓN LITERARIA” 
3.1. MARCO TEÓRICO. 
3.1.1. Antecedentes. 
GARZÓN E. (2007-2008), la investigadora llego a la conclusión de que la prisión 
preventiva se constituye en una medida excepcional, a la que hay que acudir como último 
recurso, de acuerdo con la norma que la regula y la doctrina jurisprudencial (Garzon 2007-
2008). 
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BENÍTEZ J. (2010), una de sus conclusiones fue que los mecanismos de celeridad 
procesal constituyen herramientas brindadas por el Nuevo Código Procesal Penal, para 
lograr un proceso penal célere y respetuoso de las garantías y principios que inspiran un 
sistema acusatorio garantista. Su aplicación en el distrito judicial de Huaura ha dado a 
todas luces muy buenos resultados que se ven reflejados en la disminución de la carga 
procesal, en el descongestionamiento del penal de Carquín y ha demostrado sobretodo 
que los ciudadanos pueden confiar en el nuevo sistema penal; por ello su aplicación debe 
privilegiarse en todos los distritos judiciales (Benitez 2010); Asimismo en otra de sus 
conclusiones dice que los mecanismos de celeridad es decir el principio de oportunidad y 
el proceso de terminación anticipada son una alternativa para el correcto funcionamiento 
del sistema procesal penal; siendo para ello indispensable la preparación de los 
operadores del proceso penal; debiendo para ello estar en continua actualización.(Benítez 
2010) 
 
MIRANDA E. (2014) Cita la sentencia del Tribunal Constitucional el Expediente N° 
7624-2005-PHC/TC, el cual señala que el juzgador penal debe priorizar la tramitación de 
las causas en que el inculpado se encuentre en condición de detenido. De no tenerse 
presente ello, una medida que debería ser concebida como cautelar y excepcional, se 
convertiría en un instrumento de excesiva aflicción física y psicológica para quien no 
tiene la condición de condenado, resquebrajando su capacidad de respuesta en el proceso 
y mellando el propio principio-derecho de dignidad humana la misma sentencia cita en 
su fundamento número siete a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, señalando 
lo siguiente: la situación jurídica de la persona que se encuentra en prisión preventiva es 
muy imprecisa: existe una sospecha en su contra, pero aún no ha logrado demostrarse la 
culpabilidad. Así mismo de establecer que los detenidos en tales circunstancias sufren 
usualmente grandes tensiones personales como resultado de la pérdida de ingresos, y de 
la separación forzada de su familia y comunidad. Debe enfatizarse igualmente el impacto 
psicológico y emocional al que son sometidos mientras dura esta circunstancia (Miranda 
2014). 
RIVERA S. y  BAILÓN A. (2013),  en sus investigación denominada “Prisión 
preventiva como mecanismo de inducción al proceso de terminación anticipada en el 
distrito judicial de huaura”, concluyen que el Artículo 268 del Código Procesal Penal 
establece que es el fiscal quien solicita la audiencia de prisión preventiva y el Artículo 
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271 determina que el juez dentro de las cuarenta y ocho horas realizará la audiencia, 
durante todo este tiempo el imputado permanece detenido, lo que es aprovechado por el 
titular de la acción penal, para entrevistarse en reiteradas veces con el imputado 
explicándole los alcances de la procedencia de la medida de coerción personal y el 
beneficio de una justicia penal negociada (terminación anticipada del proceso), el 
imputado por temor de ir a la cárcel, acepta la fórmula propuesta, que generalmente 
concluyen con pena suspendida, siendo aceptado sin reparos por el juez de investigación 
preparatoria, tal y conforme se deduce del análisis de la muestra de estudio (Rivera S. y 
Bailón A.). 
 
3.1.2. Principios del Nuevo Modelo Procesal.  
a). Los principios del nuevo modelo procesal: Los principios del nuevo modelo 
procesal son la base general de la política procesal penal de un estado en un momento 
histórico determinado, base sobre la cual estriban los actos procesales y que informa del 
contenido de las normas que rigen el proceso.  
Los principios del nuevo modelo procesal son la base general de la política procesal penal 
de un Estado en un momento histórico determinado, base sobre la cual estriban los actos 
procesales y que informa del contenido de las normas que rigen el proceso.  
A diferencia del antiguo código de procedimientos penales, el modelo que asume el 
Código Procesal Penal del 2004 es el acusatorio garantista, con cierto rasgo adversativo. 
Si bien esta norma procesal es relativamente nueva, y como toda obra humana puede 
contener errores, es a través de su aplicación que se advierten algunas dificultades de 
interpretación. Pero, en esencia, constituye uno de los moldes que más se ajusta a nuestra 
realidad. 
El nuevo Código Procesal Penal promulgado mediante Decreto Legislativo N° 957, del 
29 de julio del 2004, es la culminación de un amplio movimiento de reforma del proceso 
penal iniciado con singular fuerza desde la década de 1970, que representa a su vez, la 
coronación de una idea sustantiva; el problema del proceso penal no podía empezar a 
resolverse manteniendo los principios y la estructura del viejo Código de 1940, sino 
configurando un nuevo modelo procesal penal. 
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Con el advenimiento de este nuevo Código Procesal Penal es posible afirmar que se da el 
paso definitivo que nos permite avanzar de un procedimiento de carácter marcadamente 
inquisitivo, única instancia para los delitos más graves y en el que las diligencias 
instructoras adquirirán valor probatorio y se confundirán así las funciones puramente 
instructoras con las enjuiciadoras en detrimento de la debida imparcialidad judicial, a un 
sistema de enjuiciamiento inspirado en el principio acusatorio, que se desarrolla a lo largo 
de todo el contexto legal y que viene a dar cumplimiento al ansiado Estado de derecho 
que prevé la Constitución Política (Rosas 2013). 
Dentro de las características más importantes, tenemos que el nuevo proceso penal tiene 
base en el mandato constitucional de respeto y garantía de los derechos fundamentales de 
la persona, se encuentra acorde con los convenios internacionales en materia judicial, 
delimita las principales funciones jurisdiccionales y fiscales, resalta el principio de la 
presunción de inocencia, establece los criterios para la adopción de las medidas que 
limitan derechos, fijan las líneas fundamentales sobre la legitimidad de la prueba, el 
derecho de defensa del imputado y también de la víctima, establece sobre todo que las 
normas del “Título Preliminar” prevalecen sobre las normas del mismo código y son útiles 
para su interpretación (Magistratura s.f.). 
a.1. Principio de Oralidad: Es un instrumento, un mecanismo previsto para garantizar 
ciertos principios básicos del juicio penal. En especial, ella sirve para preservar el 
principio de inmediación, la publicidad del juicio y la personalización de la función 
judicial. La oralidad representa, fundamentalmente, un medio de comunicación: la 
utilización de la palabra hablada, no escrita, como medio de comunicación entre las partes 
y el juez y como medio de expresión de los diferentes órganos de prueba. 
a.2. Principio de Publicidad: En suma, se entiende que un proceso penal se encuentra 
revestido de la publicidad cuando en la ejecución o la práctica de la prueba se realiza 
mediante la asistencia, no sólo de los sujetos procesales, sino de la sociedad en general, 
creando para ello los mecanismos que propicien a los ciudadanos a concurrir. 
a.3. Principio de Contradicción: Un proceso penal está revestido por el principio de 
contradicción cuando a los sujetos procesales (acusador e imputado), se les permite 
efectivamente acceder al proceso a fin de hacer valer libremente sus respectivas 
pretensiones y defensas, mediante la incorporación de los hechos que las fundamenten y 
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su correspondiente práctica de prueba, así como cuando se le concede al acusado su 
derecho a ser oído con anterioridad a la sentencia. 
a.4. Principio de Inmediación: Esta inmediación implica un contacto directo de todos 
los sujetos procesales de manera que el Juez, el Fiscal así como los abogados 
patrocinantes se formen una convicción de los elementos de juicio en base a esa fuente 
originaria del proceso cognoscitivo. 
a.5. Principio de Igualdad Procesal: La igualdad es un principio esencial por el que 
todos los ciudadanos deben participar de los mismos derechos y de las mismas 
obligaciones y por tanto, no se puede ser tratado desigualmente. 
a.6. Principio de Imparcialidad: El Juez no debe romper el equilibrio de la balanza, 
garantiza el respeto de todos a todos los sujetos procesales, es imparcial ante todo y en 
todo acto que realice. 
a.7. Principio de Concentración: La concentración de audiencia consiste en que ésta 
debe realizarse en el tiempo estrictamente necesario según el caso concreto: ni mucho ni 
poco tiempo. Por consiguiente, la sesión o sesiones de audiencia no deben ser 
arbitrariamente diminutas ni indebidamente prolongadas. 
a.8. Presunción de Inocencia: Toda persona es considerada inocente mientras no se 
demuestre lo contrario y se haya declarado su responsabilidad mediante sentencia firme 
debidamente motivada; In dubio pro reo (en caso de duda debe resolverse a favor del 
imputado). 
a.9. Principio de la Legalidad de la Prueba: Todo medio de prueba será valorado sólo 
si ha sido obtenido e incorporado al proceso por un procedimiento constitucionalmente 
legítimo, Carecen de efecto legal las pruebas obtenidas, directa o indirectamente, con 
violación del contenido esencial de los derechos fundamentales de la persona. 
a.10. Principio de Ne Bis In Idem: Esta garantía comporta la posibilidad de que una 
persona sea perseguida dos o más veces por una misma imputación criminal; esto es 
descrito en el Art. III del Título Preliminar del Nuevo Código Procesal penal, el cual 
prescribe que nadie será procesado, ni sancionado más de una vez por un mismo hecho, 
siempre que se trate del mismo sujeto y fundamento. Este principio rige para las sanciones 
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penales y administrativas. El derecho penal tiene preeminencia sobre el derecho 
administrativo. 
3.1.3.- El Modelo del Nuevo Código Procesal Penal. 
El modelo que asume, a nuestro entender, el Código Procesal Penal del 2004, es el 
acusatorio garantista, con cierto rasgo adversativo; fue promulgado mediante Decreto 
Legislativo N° 957, del 29 de julio del 2004, es la culminación de un amplio movimiento 
de reforma del proceso penal, que representa a su vez la coronación de una idea sustantiva; 
es un sistema de tipo acusatorio penal con todas las matizaciones y adaptaciones que es 
del caso tener presente, en comparación con un sistema mixto tendencialmente inquisitivo 
y limitadamente contradictorio como el nuestro, reduce los tiempos del proceso, aunque 
en este ámbito la prevención que se ha de asumir está en la configuración y 
funcionamiento de los modelos organizacionales y prácticas institucionales que se pongan 
en ejecución. Sin embargo, en términos de eficacia, el reto central estriba en elevar el 
número de casos juzgados y en mejorar sensiblemente la calidad del juzgamiento. 
Con el advenimiento de este nuevo Código Procesal Penal es posible afirmar que se da el 
paso definitivo que nos permite avanzar de un procedimiento de carácter marcadamente 
inquisitivo, de única instancia para los delitos más graves y en el que las diligencias 
instructoras adquirirán valor probatorio y se confundirán así las funciones puramente 
instructoras con las enjuiciadoras en detrimento de la debida imparcialidad judicial, a un 
sistema de enjuiciamiento inspirado en el principio acusatorio, que se desarrollan a lo 
largo de todo el texto legal y que viene a dar cumplimiento al ansiado Estado de derecho 
que prevé la Constitución Política. 
Hay que destacar que con este nuevo modelo procesal penal se apunta y direcciona hacia 
un derecho penal reparador, en contraposición a un derecho penal sancionador; del mismo 
modo hacia una justicia restaurativa frente a una justicia retributiva. Hoy en día lo que se 
requiere es un derecho penal que resuelva conflictos mediante alternativas de solución 
inter partes con la propuesta de soluciones inmediatas y dentro del marco legal, 
respetando los derechos y garantías inherentes a las partes involucradas. Estos 
mecanismos modernos procuran solucionar en parte la excesiva carga procesal y evitar 
que los conflictos continúen larga data, lo que afecta notablemente a los justiciables. Este 
acuerdo solución de conflicto se enmarca dentro de lo que se conoce como un derecho 
transaccional, donde víctima y victimario coinciden en sus pretensiones, y cristalizan de 
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este modo el principio del consenso. Esto apunta a una humanización del proceso penal, 
en el que la víctima cobra un rol protagónico y decisivo. Ello no implica ser 
condescendiente con el delito ni propiciar ni contribuir a la impunidad (Rosas 2013). 
Este nuevo modelo procesal penal que imprime el Código Procesal Penal del 2004 le 
otorga una mayor participación al Ministerio Público en la investigación y en todo el 
proceso penal, hasta su consecución. Pero del mismo modo, también otorga mayores 
facultades a los demás operadores jurídicos. A la Policía Nacional le permite participar 
en todo el decurso de la investigación preparatoria (diligencias preliminares e 
investigación preparatoria formalizada). Esto significa que la policía ya no investiga en 
lo que se denomina investigación fiscal procesal, sino que se adentra en toda la etapa del 
proceso común y más de una vez sigue de la mano con el fiscal hasta el juzgamiento. Del 
mismo modo, al juez le otorga no solo la facultad de decidir, fallar o resolver, sino que 
inclusive lo convierte en juez garantista, por que controla, vigila e interviene de ser el 
caso en la investigación preparatoria, procurando que se respeten los derechos y garantías 
de todos los partícipes del proceso. Pero la defensa no se queda atrás: el Código Procesal 
Penal del 2004 le asigna una función destacable desde el inicio mismo del proceso común, 
desempeñando su misión con pulcritud y responsabilidad. Esa es la razón de un marcado 
sistema acusatorio cuya tesis que propicia es la separación de los roles y funciones de los 
operadores jurídicos penales.  
Finalmente, en relación con la realidad del sistema procesal, esta nos muestra una 
actuación policial, fiscal y jurisdiccional que mantiene aún claros rasgos inquisitivos, con 
ciertas excepciones, la interpretación sesgada de que estos operadores salen realizar de 
las normas procesales provoca que el proceso penal, en la práctica, resulte un terreno 
minado para la violación de los derechos fundamentales. Esta situación no es exclusiva 
de los operadores del código de procedimientos penales, sino que puede ser observada en 
ciertos aplicadores del nuevo código procesal penal, piénsese, por ejemplo, en el 
tratamiento que recibe la prisión preventiva que constituye, pese a su carácter 
excepcional, el requerimiento más común en la mayoría de los juzgados de investigación 
preparatoria de los distritos judiciales donde se encuentra vigente el novísimo estatuto 
procesal penal (Reyna 2014). 
3.1.4.- La Prisión Preventiva en el Nuevo Código Procesal Penal. 
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La prisión preventiva es un acto procesal dispuesto por resolución jurisdiccional, que 
produce una privación provisional de la libertad personal del imputado, con el propósito 
de asegurar el desarrollo del proceso penal y eventual ejecución de la pena. Es sin duda 
la más grave y polémica de las resoluciones que el órgano jurisdiccional puede adoptar 
en el transcurso del proceso penal, porque mediante la adopción de esta medida cautelar 
se priva al imputado de su derecho fundamental a la libertad, en un prematuro estadio 
procesal en el que por no haber sido todavía condenado, se presume su inocencia que 
obliga a toda persona imputada de la comisión de un hecho punible, sea considerada 
inocente y tratada como tal, mientras no se demuestre lo contrario mediante una sentencia 
firme debidamente motivada (Rosas 2013). 
La prisión preventiva a diferencia del arresto ciudadano, detención policial, detención 
preliminar judicial, que también comportan una restricción a la libertad ambulatoria del 
imputado, la prisión preventiva tiene la especial particularidad de imponer a un sujeto, a 
quien se atribuye comisión la de cierta clase de delito, una privación de su libertad a 
cumplirse en un establecimiento penitenciario, así, la medida de coerción procesal 
particularmente la prisión preventiva se define como aquella que impone al imputado una 
grave restricción de su libertad ambulatoria con reclusión en un centro penitenciario, antes 
de la sentencia condenatoria firme, con la finalidad de asegurar su presencia en el proceso 
penal, y eventualmente su efectiva aplicación de la pena si en su momento correspondiere, 
mientras dure el proceso o varíen las condiciones que dieron lugar a su imposición 
(Aladino G. 2008). 
Puesto que el Ministerio Público, es el único autorizado o facultado para requerir esta 
medida extrema, uno de los requisitos que es difícil (o muy difícil) de superar es el peligro 
procesal, porque muchas veces en las detenciones flagrantes al imputado sólo le queda 
negar los cargos o guardar silencio, pues los testigos o algunos videos o fotos que abonan 
la imputación vienen a sustentar los fundados y graves elementos de convicción; del 
mismo modo, por la naturaleza del delito el pronóstico de pena va a superar el límite 
mínimo. Entonces el fiscal debe sustentar convincentemente que el imputado tiene peligro 
procesal, bien por no tener arraigo, o bien por la gravedad de la pena que puede 
imponerse, entre otros. En algunos casos, los jueces, “por la intensidad de los hechos”, 
por adolecer de antecedentes penales y por algunas circunstancias de atenuación y los 
principios de proporcionalidad y razonabilidad, han procedido a no conceder la prisión 
preventiva requerida (Rosas 2013). 
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3.1.5. Los Antecedentes de Legislativos de la Prisión Preventiva. 
Los Antecedentes de la prisión preventiva data en el Art. 79º del Código de 
Procedimientos Penales de 1940, que hacía mención al mandato de detención y 
comparecencia, este fue modificado por la Ley 24388, en la que indicaba expresamente 
los delitos en que se podía aplicar el mandato de detención; pero no alcanzo una definición 
respecto a la existencia de suficiencia probatoria. Posteriormente este artículo fue 
derogado tácitamente por el Art.2º del D. L. 638 del 27 de Abril de 1991, que daba lugar 
a la entrada en vigencia el Art.135 del Código Procesal Penal de 1991. 
El Artículo 135º del Código Procesal de 1991 textualmente refería "El Juez puede dictar 
mandato de detención si atendiendo a los primeros recaudos acompañados por el Fiscal 
Provincial sea posible determinar: 
1. Que existen suficientes elementos probatorios de la comisión de un delito que vincule 
al imputado como autor o partícipe del mismo. 
No constituye elemento probatorio suficiente la condición de miembro de directorio, 
gerente, socio, accionista, directivo o asociado cuando el delito imputado se haya 
cometido en el ejercicio de una actividad realizada por una persona jurídica de derecho 
privado. 
2. Que la sanción a imponerse o la suma de ellas sea superior a un año de pena privativa 
de libertad o que existan elementos probatorios sobre la habitualidad del agente al delito. 
3. Que existen suficientes elementos probatorios para concluir que el imputado intenta 
eludir la acción de la justicia o perturbar la acción probatoria. No constituye criterio 
suficiente para establecer la intención de eludir a la justicia, la pena prevista en la Ley 
para el delito que se le imputa. 
En todo caso, el juez penal podrá revocar de oficio el mandato de detención previamente 
ordenado cuando nuevos actos de investigación pongan en cuestión la suficiencia de las 
pruebas que dieron lugar a la medida." 
Este texto desde su dación fue modificado por la Ley 27226 del 17 de diciembre de 1999 
y la Ley 27753 del 09 de junio del 2002, esta modificatoria estableció el hecho de que 
"no constituía elemento probatorio suficiente la condición de miembro de directorio, 
gerente, socio, accionista, directivo o asociado cuando el delito imputado se haya 
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cometido en el ejercicio de una actividad realizada por una persona jurídica de derecho 
privado", y lo que en realidad se buscó con esta norma era determinar la responsabilidad 
penal personalísima, siendo que miembro de directorio, gerente, socio, accionista, 
directivo o asociado, serán responsables en la medida que tengan una participación 
criminal en el hecho delictivo, solo si existen otros elementos que vinculen al imputado 
con la autoría del hecho delictivo; así mismo cerró el marco de amplitud respecto al 
peligro procesal, exigiendo en la determinación del peligro de fuga la existencia de 
"suficientes elementos probatorios que lo determinen", eliminando del texto originario 
"otras circunstancias"; finalmente la Ley 28726, publicada el 09 de mayo del 2006 que 
modifico el Inc.2º del Art.135 del Código Procesal de 1991; en el que para ordenar una 
detención preventiva la pena probable debe superar a un año de pena privativa de libertad 
y ya no cuatro años; o que existan elementos probatorios sobre la habitualidad del agente 
del delito. 
Por su parte el Código Procesal Penal del 2004 en su Art.268, refiriéndose a los 
presupuestos materiales de la prisión preventiva manifiesta "...1. El Juez, a solicitud del 
Ministerio Público, podrá dictar mandato de prisión preventiva, si atendiendo a los 
primeros recaudos sea posible determinar la concurrencia de los siguientes presupuestos: 
a) Que existen fundados y graves elementos de convicción para estimar razonablemente 
la comisión de un delito que vincule al imputado como autor o partícipe del mismo. 
b) Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años de pena privativa de libertad; y 
c) Que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del caso particular, 
permita colegir razonablemente que tratará de eludir la acción de la justicia (peligro de 
fuga) u obstaculizar la averiguación de la verdad (peligro de obstaculización). 
2. También será presupuesto material para dictar mandato de prisión preventiva, sin 
perjuicio de la concurrencia de los presupuestos establecidos en los literales a) y b) del 
numeral anterior, la existencia de razonables elementos de convicción acerca de la 
pertenencia del imputado a una organización delictiva o su reintegración a la misma, y 
sea del caso advertir que podrá utilizar los medios que ella le brinde para facilitar su fuga 
o la de otros imputados o para obstaculizar la averiguación de la verdad" . 
Como vemos este artículo exige la presencia de "fundados y graves elementos de 
convicción para estimar razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado 
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como autor o participe del mismo; asimismo vuelve a la redacción original del Art.135 
del Código Procesal Penal de 1991; empero introduce en los Arts.269 y 270, pasos para 
determinar claramente en cada caso la existencia del peligro procesal de fuga o de 
perturbación de la actividad probatoria. 
3.1.6.- Naturaleza Jurídica de la Prisión Preventiva. 
MORENO CATENA Citado por ALARCON MENENDEZ dice: La prisión preventiva 
suele definirse como aquella medida cautelar personal que podrá adoptar el órgano 
jurisdiccional, consistente en la total privación del inculpado de su derecho fundamental 
a libertad ambulatoria, mediante su ingreso en un centro penitenciario, durante la 
sustentación del proceso penal (Alarcon 2010); entonces, la prisión preventiva es toda 
privación de libertad, dispuesta por un órgano jurisdiccional en el curso del procedimiento 
penal, de conformidad con la Constitución, los pactos internacionales de derechos 
humanos y la doctrina de los órganos jurisdiccionales encargados de su aplicación, puede 
entenderse por prisión preventiva la situación nacida de una resolución jurisdiccional de 
carácter provisional, duración limitada por la que se restringe el derecho a la libertad de 
un imputado por un delito de especial gravedad y en quien concurre un peligro de fuga 
suficiente para presumir racionalmente que no acudirá a al llamado de la justicia (Alarcon 
2010). De allí que requiera de un procedimiento especial del juez, que valorando los 
elementos de convicción reunidos, decida si una personas merece, por su vinculación con 
la comisión de un delito, ser procesada de su libertad. 
No se debe confundir el sistema punitivo con el cautelar que tiene fines totalmente 
distintos. La detención preventiva constituye una de las formas constitucionales de 
garantizar que el procesado comparezca a las diligencias judiciales, es decir la prisión 
preventiva tiene fines procesales mas no punitivos, resultando ser ilegítimos detener 
preventivamente a una persona con fines preventivos o retributivos, que son fines propios 
de la pena, o que se consideren criterios tales como la peligrosidad del imputado, o la 
necesidad de impedir que el imputado cometa nuevos delitos.(Casación N 01-2007-
Huaura)  
El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en su artículo 9.3 expresa la 
excepcionalidad de la detención preventiva. La prisión preventiva no debe ser la regla 
general, procederá cualquier forma de detención o prisión cuando lo requieran las 
necesidades de la administración de justicia por motivos, y según condiciones y 
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procedimientos determinados por la ley. Las reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre 
medidas no privativas de libertad (Reglas de Tokio) señalan que la prisión preventiva es 
el último recurso, solo se recurrirá a ella como último recurso, teniendo debidamente en 
cuenta la investigación de supuesto delito y la protección de la sociedad y de la 
víctima(Miranda 2014). 
3.1.7.- Presupuestos Materiales de la Prisión Preventiva. 
Así mismo a solicitud del Fiscal y previo debate de las partes en audiencia, el Juez dicta 
mandato de detención preventiva, después de determinar que concurren los siguientes 
presupuestos: 
 Que existen graves y fundados elementos de convicción, que establecen la 
realidad de un hecho de relevancia penal y que el sujeto está vinculado con éste. 
 La pena a imponerse en caso de hallarse responsable al imputado, supere a 
cuatro años de pena privativa de libertad. 
 Existe peligro de fuga o de obstaculización probatoria 
 También puede dictarse, en caso que el imputado pertenezca a una organización 
criminal o su reintegración a la misma y se advierta que ello le brinde facilidades de fuga 
para sí o para otros imputados, o que le sirva para obstaculizar el esclarecimiento de los 
hechos. 
a). Suficiencia probatoria “Elementos de convicción”.- Resulta necesario que el 
juzgador aprecie de los recaudos e investigaciones realizados que se acompañan a la 
denuncia, una suficiencia de elementos de prueba acerca de que efectivamente el hecho 
punible ha tenido lugar en la realidad, y que también se cuente con elementos de prueba 
que vinculen al sujeto con el evento criminal, sea en su condición de autor o partícipe. 
Nótese y adviértase que se tratan de actos de investigación y no actos de prueba. Decimos 
esto porque muchas veces hemos escuchado a la defensa, el fiscal y también al juez 
mencionar que obran o no pruebas en la investigación preparatoria, y ello genera una 
equivocada apreciación de creer que rebatiendo dichos actos de investigación, se pueda 
lograr que no se cumpla con este primer requisito, lo que genera que se entre a una 
discusión exhaustiva de las declaraciones, que si hubo o no contradicciones, 
desnaturalizando, desde nuestra óptica, la finalidad de la audiencia de prisión preventiva. 
De ahí que dichas audiencias están demorando más que un juicio oral (Rosas 2013). 
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b).Prognosis de la pena.- El juez debe hacer un pronóstico de la pena en caso que la 
causa llegue hasta la sentencia sin variación alguna, durante el estadio del proceso en que 
se analice la posibilidad de imponer la detención. Y el presupuesto se da por cumplido 
cuando pronostica que la pena probable a imponerse sea superior a cuatro años de 
privación de libertad. Adviértase que la ley no se refiere al máximo o al mínimo de la 
pena establecida para el delito (pena conminada), sino a la pena que pueda merecer el 
agente merced al razonamiento jurídico, teniendo en cuenta el marco legal abstracto 
(identificación de la pena conminada para el delito abierto), el marco legal concreto 
(relación de la sanción conminada en la parte especial del Código penal con la parte 
general, como tentativa, error de prohibición, complicidad, etcétera) (Rosas 2013). 
c). Peligro procesal.- El tercer presupuesto recoge dos hipótesis: cuando citado el 
imputado intenta eludir la acción de la justicia (peligro de fuga) o trata de perturbar la 
acción probatoria (peligro de entorpecimiento). 
La existencia de suficientes elementos probatorios debe entenderse en el mismo sentido 
que en el requisito referido al hecho criminal y la participación del imputado en el delito, 
es decir, como la probabilidad de realización de un comportamiento que representa 
peligro procesal. 
En cuanto a la calificación de peligro de fuga así como del peligro de obstaculización, el 
Código Procesal Penal es sabio al señalar determinadas pautas para un mejor 
entendimiento de estas: 
c.1). Peligro de fuga. Para calificar el peligro de fuga, el juez tendrá en cuenta. 
 El arraigo en el país del imputado, determinado por el domicilio, la residencia 
habitual, asiento de la familia y de sus negocios o trabajo y las facilidades para abandonar 
definitivamente el país o permanecer oculto: los criterios son disímiles para considerar el 
arraigo, lo cierto es que para tal es el imputado que debe probar su situación real, por 
ejemplo si señala que tiene arraigo laboral, deberá no solo decirlo sino probarlo de alguna 
manera, y en todo caso debe ser un arraigo convincente. Algunos señalan que tienen 
arraigo familiar, aportando con las partidas de matrimonio y de nacimientos de los hijos; 
sin embargo, luego el fiscal, con las indagaciones verifica que el imputado tenía procesos 
de alimentos a favor de los mismos hijos que aducía o en otras que están separados de su 
pareja. En cuanto al arraigo domiciliario, es también frecuente que indican varios 
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domicilios, si bien ello no es ilegal ni irregular, porque el Código Civil lo permite, sin 
embargo, lo que se debe establecer es un lugar que efectivamente ha venido viviendo u 
ocupando, y no basta con acreditar con una circunstancia firmada por el teniente 
gobernador o juez de paz que muchas veces solo firma a ruego y no constata, sino que 
materialmente debe acreditarse que vive en un lugar. Otro supuesto es cuando el imputado 
cuenta con los recursos económicos como para poder fugar a otro país o algún lugar, que 
le permita vivir a escondidas sin ningún problema, ello debido a su solvencia económica. 
 
 La gravedad de la pena que se espera como resultado del procedimiento, sin 
duda alguna, este es un indicio de peligro de fuga, puesto que, como todo ser humano, es 
natural un instinto de defensa y de protección, frente a una medida grave como cadena 
perpetua o que el tipo penal contenga una pena más allá de diez o quince años, por 
ejemplo:  La importancia del daño resarcible y la actitud que el imputado adopta 
voluntariamente frente a él: son raros los casos en los que el imputado en las primeras 
diligencias, repare en cierto modo el daño causado, sea económicamente o apoyando en 
resarcirlo; sucede que más de las veces el imputado niega rotundamente los cargos pese 
a que existen elementos de la vinculación con el delito y El comportamiento del imputado 
durante el procedimiento o en otro procedimiento anterior, en la medida que indique su 
voluntad de someterse a la persecución penal: esto indica que, en otro proceso, el mismo 
imputado no haya cumplido con las reglas de conducta o se encuentre con algún tipo de 
emplazamiento haya sido declarado reo contumaz (Rosas 2013). 
c.2). Peligro de obstaculización.- Para calificar el peligro de obstaculización se tendrá 
en cuenta el riesgo razonable del imputado: 
 Destruirá, modificará, ocultará, suprimirá o falsificará elementos de prueba: puede 
que el imputado conozca el lugar del algún medio de prueba y estando libre puede 
proceder a destruirlo. 
 Influirá para que con imputados, testigos o peritos informen falsamente o se 
comporten de manera desleal o reticente: sucede con frecuencia en los delitos de violación 
sexual, donde el imputado es un familiar o persona conocida que pueda tener cierta 
influencia en la victima o en su familia para poder variar su declaración. Ocurre también 
que el imputado ordena a otros amenazar al agraviado. Tampoco se descarta que el 
agraviado varíe su declaración en beneficio del imputado porque este le ha entregado 
algún dinero. 
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Inducirá a otros a realizar tales comportamientos: si dicha actividad delictiva es el modus 
vivendi del imputado, cuando esté libre va a influenciar para que otros cometan dicha 
actividad delictiva. Sucede con frecuencia en los delitos de robo. 
3.1.8.- Duración de la Prisión Preventiva.  
El artículo 272° del Código procesal Penal, con relación a la duración de la prisión 
preventiva, establece que esta no durará más de nueve meses (proceso no complejo). Pero 
tratándose de procesos complejos, el plazo límite de la prisión preventiva no durará más 
de dieciocho meses.  
Al respecto, es necesario remarcar que se entiende como procesos complejos cuando: 
a) requiera de la actuación de una cantidad significativa de actos de investigación. 
b) comprenda la investigación de numerosos delitos. 
c) involucra una cantidad importante de imputados o agraviados. 
d) investiga delitos perpetrados por imputados integrantes o colaboradores de bandas u 
organizaciones delictivas. 
e) demanda la realización de pericias que comportan la revisión de una nutrida 
documentación o de complicados análisis técnicos. 
f) necesita realizar gestiones de carácter procesal fuera del país. 
g) deba revisar la gestión de personas jurídicas o entidades del estado. 
Ahora bien, la imposición de la prisión preventiva al imputado no es eterna; sabemos que 
puede variar, pero antes de que ello ocurra y al vencerse su duración y no se haya dictado 
sentencia de primera instancia, el juez, de oficio o a solicitud de las partes, decretará la 
inmediata libertad del imputado, sin perjuicio de dictar concurrentemente las medidas 
necesarias para asegurar su presencia en las diligencias judiciales, incluso las 
restricciones a que se refieren los numerales 2 al 4 del artículo 288°. Esta medida es 
adecuada y justa porque el imputado privado de su libertad no puede perjudicarse, menos 
aún por causas ajenas a su voluntad, y la salida que regula la normativa procesal es de 
justicia. 
3.1.9.- Prolongación de la Prisión Preventiva. 
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No obstante, puede ocurrir que durante la tramitación del proceso penal concurran una 
serie de circunstancias que importen una especial dificultad o prolongación de la 
investigación, y que el imputado pudiera sustraerse a la acción de la justicia, la prisión 
preventiva podrá prolongarse por un plazo no mayor al fijado en el numeral 2 del artículo 
272°. El fiscal debe solicitar al juez antes de su vencimiento. 
Es una facultad del juez prolongar la prisión preventiva más allá de los nueve meses, 
siempre y cuando a pedido del fiscal se presente: a) circunstancias que importen una 
especial dificultad o prolongación de la investigación, b) la posibilidad que el imputado 
se sustraiga a la acción de la justicia; las cuales no deben ser consideradas como 
obligatorias ni automáticas para prolongar la prisión preventiva a dieciocho meses. 
El juez de la investigación preparatoria se pronunciará previa realización de una 
audiencia, dentro del tercer día de presentado el requerimiento. Esta se llevará a cabo con 
la asistencia del Ministerio Público, del imputado y su defensor. Una vez escuchados los 
asistentes y a la vista de los autos, decidirá en ese mismo acto o dentro de las 72 horas 
siguientes, bajo responsabilidad. 
La resolución que se pronuncie sobre el requerimiento de prolongación de la prisión 
preventiva podrá ser objeto de recurso de apelación. El procedimiento que se seguirá será 
previsto en el numeral 2 del artículo 278°. 
 
Una vez condenado el imputado, la prisión preventiva podrá prolongarse hasta la mitad 
de la pena impuesta, cuando esta hubiera sido recurrida (Rosas 2013). 
 
3.1.10.- Cese de la Prisión Preventiva. 
Tal y como se aprecia en el artículo 283° del Código Procesal Penal, se reconoce el 
derecho del imputado a solicitar la cesación de la prisión preventiva y una posible 
sustitución de la prisión preventiva por una medida de comparecencia, las veces que lo 
considere oportuno; sin embargo, dicha potestad conferida al imputado tiene una serie de 
limitaciones no solo formales, sino también materiales, referidos, en esencia, a la 
existencia de nuevos elementos de convicción que desvirtúen los fundamentos que dieron 
origen a la imposición de la prisión preventiva. 
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Planteado el cese por la defensa, el juez de la investigación preparatoria decidirá 
siguiendo el trámite previsto en el artículo 274° (prolongación de la prisión preventiva). 
Ahora bien, la cesación de la medida procederá cuando nuevos elementos de convicción 
demuestren que no concurren los motivos que determinaron su imposición y resulte 
necesario sustituirla por la medida de comparecencia (Rosas 2013). 
3.1.11.- Recurso de Apelación Contra la Prisión Preventiva. 
Contra el auto de prisión preventiva procede recurso de apelación. El plazo para la 
apelación es de tres días. El juez de investigación preparatoria elevará los actuados dentro 
de las 24 horas, bajo responsabilidad. La apelación se concede con efecto devolutivo. 
La sala penal se pronunciará previa vista la causa, que tendrá lugar, dentro de las sesenta 
y dos horas de recibido el expediente, con citación del fiscal superior y del defensor del 
imputado. La decisión, debidamente motivada, se expedirá el día de la vista la causa o 
dentro de las cuarenta y ocho horas, bajo responsabilidad. 
Si la sala declara la nulidad del auto de prisión preventiva, ordenará que el mismo juez u 
otro dicten la resolución que corresponda con arreglo a lo dispuesto en el artículo 271° 
(audiencia de prisión preventiva) 
Si durante la investigación resultaren indicios delictivos fundados de que el imputado en 
situación de comparecencia está incurso en los supuestos del artículo 268°, el juez a 
petición del fiscal podrá dictar auto de prisión preventiva. 
El juez de la investigación preparatoria citará a una audiencia para decidir sobre el 
requerimiento fiscal. La audiencia se celebrará con quienes hayan concurrido. El juez 
emitirá resolución inmediatamente o dentro de las 48 horas de su celebración. 
Contra la resolución que se emite procede recurso de apelación, que se concederá con 
efecto devolutivo. 
Es de precisar que la revocación en los casos de comparecencia restrictiva no solo se 
produce cuando se incumplen las restricciones impuestas ese es su supuesto específico, 
sino también cuando no se concurre a las citaciones que se cursen al imputado para la 
realización de las diligencias procesales en las que resulten necesaria su presencia, puesto 
que este es el supuesto común y propio de toda medida de comparecencia. El 
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cumplimiento de las restricciones es un quid pluris en atención al mayor peligro procesal, 
adicional a la obligación común a todos los imputados con orden de comparecencia de 
asistir a las diligencias del proceso (Rosas 2013). 
 
 
3.1.12.- La Presión de la ejecución de la Prisión Preventiva. 
La ejecución de la mediada de coerción de carácter personal se da en una prisión donde 
es internado el acusado luego de haberse dictado una resolución de prisión preventiva por 
cierto tiempo siempre y cuando el fiscal haya podido sustentar su requerimiento de prisión 
preventiva cumplimiento con los requisitos que imperativamente se tiene que cumplir 
para que se pueda dictar una prisión preventiva que sea razonablemente útil con el fin de 
la investigación, durante esa ejecución de la prisión el acusado puede pensar muchas 
cosas de las cuales de una u otra forma le ejercen presión en su mente respecto al tiempo 
que le espera en una cárcel, o también el pensar por sus familiares que dejó fuera de la 
prisión y sobretodo la incertidumbre de no saber cuándo lo condenaran y cuánto será la 
pena impuesta en caso que sea probado su culpabilidad o en el caso hipotético que pueda 
ser inocente pero el estar recluido en una presión le juega en contra ya que para el 
investigado eso es un punto menos a su favor con lo que sospecha que pueda ser 
condenado por muchos años que bien puede ser la máxima pena impuesta por lo que le 
genera una presión el estar encerrado en un penal. 
3.1.13.- Definición de la Terminación Anticipada. 
La terminación anticipada del proceso está considerada como un proceso especial, 
establecido en el libro quinto, sección V “El proceso de terminación Anticipada” y lo 
regula los artículos 468, 469, 470 y 471 del Código Procesal Penal. 
La terminación anticipada se puede definir como el juicio que se le hace a un imputado 
en donde se le impone una pena, reparación civil y demás consecuencias accesorias por 
la comisión de un hecho de relevancia penal, prescindiendo del juicio oral donde están 
presentes, la contradicción, la publicidad, la oralidad, y la producción de pruebas, previo 
a la conformidad entre el fiscal, el imputado y el defensor. Este modelo de proceso 
especial tiene una función interesante dentro de lo que podemos llamar políticas en la 
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administración de justicia y se orienta en criterios puramente económicos como, 
humanos, descongestionamiento de la carga procesal a los juzgados entre otros, 
apuntando a la rapidez y eficiencia en la justicia penal, de ahí que esta figura tenga en 
críticos también críticos radicales, el juicio abreviado tiene su fundamento sustancial en 
la aceptación o confesión que hace el imputado de forma libre, espontánea y sin presión 
alguna al fiscal; esta confesión le da la oportunidad al imputado de que el fiscal tenga que 
solicitarle al juez de la investigación preparatoria la imposición de la pena negociada. 
Vale decir, que con la confesión que le proporciona el acusado por la comisión de la pena 
consensuada con el fiscal, de ahí el concepto de justicia negociada. Este proceso de 
terminación anticipada evita al imputado a someterse a un proceso común, donde tiene la 
incertidumbre de la pena que se le va a aplicar, la cual puede ser una pena máxima, sin 
que ocurra lo mismo en la terminación anticipada donde el imputado ya sabe la pena que 
se le aplicara, es decir, de antemano tiene la certeza de que pena, reparación civil y otras 
consecuencias accesorias se le impondrá. 
Otro cambio fundamental consiste en que en el sistema acusatorio hace todo transparente 
el entorno de negociación entre el imputado y la fiscalía. En el sistema tradicional, aunque 
la ley no le reconociera, existía en la práctica la negociación entre las partes, así ya se 
venía aplicando en el Perú el principio de oportunidad desde 1991, que también implica 
que ambas partes negocien. 
En síntesis la mayor ventaja de un sistema adversarial frente a este entorno es sacar a luz 
estas prácticas, con el fin de conocerlas bien y regular su ejercicio. Dentro de un proceso 
adversarial existen varias instancias en que la fiscalía, dueña de la acción penal, dialogue 
con el imputado en busca de soluciones que impliquen ceder ciertos aspectos y convengan 
a los intereses de ambos más que el juicio oral, el imputado que negocia con la fiscalía, 
habitualmente, obtendrá, que la fiscalía pida una pena menor a la que pediría en juicio, 
ya que de otro modo no tendrá ningún incentivo e ira a juicio oral; sin embargo. El 
abogado debe ser muy cauteloso en este campo, debido a que un mal consejo de negociar 
en un momento decisivo del proceso puede condicionar indebidamente la posición de su 
defendido, incluso, debe ser muy claro según los momentos en que le habla al imputado 
de la posibilidad de negociar, evaluando el entorno de un posible juicio, porque en 
ocasiones el imputado estará dispuesto a sacrificar buenas posibilidades de una decisión 
exculpatoria por lograr una respuesta rápida que lo saque de la cárcel o de la 
incertidumbre y ello puede ser un factor comprensible pero que le cause prejuicios 
   37 
   
futuros, por ejemplo, el imputado puede, en un momento determinado del inicio del 
proceso, querer declararse culpable y obtener una pena baja que no se cumplirá en 
privación efectiva de la libertad, pero el defensor sabe que el registro del imputado 
quedara con antecedentes penales, y que cualquier otro contacto con el sistema hará pesar 
esos antecedentes en su contra, y que posiblemente el caso de la fiscalía no sea tan fuerte, 
el fin el defensor debe cuidar siempre de respetar los intereses del imputado y conocer 
bien el caso, con el fin de recomendar una negociación solamente en el momento propicio 
y bajo las mejores circunstancias para su defendido, así como representar al imputado en 
las conversaciones de negociación con el fiscal, Asimismo, debe en todo caso mantener 
suficiente y claramente informado al imputado sobre el sentido y los alcances de las 
negociaciones que se están desarrollando. 
3.1.14. Antecedentes Legislativos de la Terminación Anticipada. 
En cuanto a los antecedentes de la terminación anticipada datan desde la aplicación en el 
Perú para los casos de drogas, fue introducida por la ley Nº 26320, de fecha 02-06-1994, 
para determinados delitos de tráficos ilícito de drogas -TID- (Arts. 296º, 298º, 300º, 301º 
y 302º del código penal), con la finalidad político-criminal orientada a brindar una 
respuesta penal más rápida frente a la proliferación de ilícitos criminales de TID de menor 
afectación social que surgieron en tal época, después, el proyecto del código procesal 
penal de Abril de 1995, elaborada por la comisión especial revisora instituida por la ley 
Nº 26299, hizo suyo este modelo de procedimiento simplificado, pero con la diferencia 
de hacerlo extensivo a todos los delitos sujetos al ejercicio público de la acción penal, 
como también ocurrió con el proyecto aprobado por el congreso, el 16-10-1997, el que 
por obstinación de aquel entonces no permitió su promulgación. 
Posteriormente, la Ley Nº 28008, de 19-08-2003 – Ley de delitos Aduaneros – incorporo 
este precedente especial. 
3.1.15.- Naturaleza Jurídica de la Terminación Anticipada. 
Al referirse de la naturaleza jurídica de la terminación implica determinar cuál es su 
esencia o característica fundamental de una determinada institución como lo es la 
terminación anticipada, atendiendo a su elemento principal esto es, al acuerdo o 
negociación. Entonces se desprende que esta institución es en esencia un negocio jurídico 
procesal regido por criterios de transacción en virtud del cual las partes (acusadora e 
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imputada) disponen de la pretensión penal extinguiendo el ejercicio de la acción punitiva. 
Es decir que la terminación anticipada viene el ser un negocio procesal en la medida que 
constituye un acto de naturaleza bilateral puesto que, implica de manera necesaria una 
relación directa entre las partes con intereses contrapuestos. Es pertinente por ello 
distinguirlo de un mero acto procesal que a diferencia del negocio supone un acto de 
carácter unilateral en el que alguna de las partes decide disponer de su pretensión o realzar 
algún acto de impulso procesal independientemente de la voluntad de la otra. 
3.1.16.- La Terminación Anticipada en el Derecho Comparado. 
a). La Terminación Anticipada en el Sistema Norteamericano: El sistema de justicia 
penal negociada en los Estados Unidos de Norteamérica tiene su principal exponente en 
el plea bargaining, institución definida como el proceso de negociación realizado a través 
de discusiones entre la acusación y la defensa en orden a obtener un acuerdo por el cual 
el acusado se declara culpable, evitando así la declaración del juicio, a cambio de una 
reducción en los cargos incriminados (Lecca 2007). 
Este instituto jurídico, que en esencia constituye una forma de disposición de la 
imputación penal, resulta ser tan antigua como el derecho criminal norteamericano y más 
aún como el sistema inglés, en efecto las investigaciones llevadas a cabo por los 
historiadores del derecho anglosajón nos dan cuenta de que el origen del plea bergaininng 
es posible encontrarlas en algunas formas de confesión existentes en sistema tradicional 
del common low. En el sistema norteamericano tiene cerca de cien años de vigencia dado 
que no fue hacia fines del siglo XIX y principios del siglo XX que el plea bargaining pasó 
a ser considerada como la institución procesal más distintiva del Derecho Penal en los 
Estados Unidos, época en que se vino a convertir como los es ahora en normal de 
resolución de controversias penales (Lecca 2007). 
En la actualidad el sistema de justicia penal negociada ha alcanzado un gran auge en 
Norteamérica, de allí de que las negociaciones se hayan convertido en el modo habitual 
de la culminación del proceso penal (Lecca 2007). 
b). La Terminación Anticipada en el Derecho Italiano: La justicia italiana en la 
actualidad se rige por el código de procedimientos penales del 24 de octubre de 1988 y 
puesto en vigencia al año siguiente, fue esta la norma que incorporo en el ordenamiento 
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italiano la institución de la aplicación de la pena a solicitud de la parte misma que sirvió 
de fuente para la regulación anticipada de nuestro ordenamiento procesal. 
Este procedimiento se encuentra regulado entre los artículos 444º al 448º del código de 
1988 y se gestó bajo la influencia del sistema de justicia penal negociada de los estados 
unidos. En efecto, lo que el legislador italiano quiso alejarse del modelo de proceso 
continental europeo que se introdujo y perduro en Italia por la influencia del derecho 
francés del siglo XIX y ha querido vida a un proceso que se aproxima a los sistemas del 
common low (Lecca 2007), En la institución italiana establece que el reconocimiento de 
culpabilidad evita tener que celebrar el juicio y la petición realizada, no equivale a una 
declaración de voluntad por parte del imputado. 
c). La Terminación Anticipada en el Derecho Colombiano: En el ámbito 
latinoamericano la fuente más inmediata de la institución en estudio es precisamente la 
terminación anticipada regulada en la legislación colombiana. Dicho instituto procesal ha 
sido regulado por dos normas sucesivamente implementadas en el ordenamiento 
colombiano. En un primer momento fue reglada bajo el nombre de terminación anticipada 
en el artículo 3º del código procedimientos penales de 1991, siendo esta norma que la 
sirvió de fuente para la incorporación de dicha institución a nuestra legislación. 
Posteriormente esta institución ha sido objeto de modificación a partir de la ley 81 de 
1993, (Artículo 37º de C. de P.P.) la misma que la regulo bajo el nombre de audiencia 
especial, la principal diferencia que introduce la modificación, reside en que el 
procedimiento de negociación se origina en la existencia de una duda probatoria, 
conforme a lo descrito en el artículo 37.A, la audiencia del procedimiento especial puede 
ser dispuesto por el fiscal de manera oficiosa o a iniciativa del procesado y podrá 
solicitarse cuando se haya iniciado formalmente el proceso, esto es, a partir de la 
resolución que defina la situación jurídica del procesado. 
Según se desprende lo descrito en el código colombiano no se podrá solicitar en la fase 
de diligencias previas, ni antes de la indagatoria, ni mientras estén en trámite o pendientes 
los recursos que se hayan interpuesto en contra de la resolución que resuelve la situación 
jurídica, ni en la fase de celebración del juicio. La celebración de la audiencia especial no 
se podrá solicitar durante las investigaciones previas puesto que, para la celebración del 
acuerdo el acusado así como el Ministerio Público deben tener como base una resolución 
que sirva de referencias respecto a los cargos e imputaciones atribuidas. En ese mismo 
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sentido se entiende que no resulta procedente en la etapa del juicio porque si ya se 
presentó la acusación, las posibles dudas probatorias han sido ya despejadas, por lo que 
el acusado debe someterse al resultado de la sentencia (Lecca 2007). 
La audiencia especial se funda en el reconocimiento de una eluda probatoria, así lo 
dispone el inciso 1 del artículo 37º. Al señalar que ‟(…) la audiencia versara sobre la 
adecuación típica, el grado de participación, la forma de culpabilidad, las circunstancias 
del delito, la pena y la condena de ejecución con condicional, la preclusión por otros 
compartimientos sancionados con pena menor, siempre y cuando exista duda probatoria 
(Lecca 2007). 
La celebración de dicha audiencia especial debe ser registrada en un acta, en la cual debe 
quedar de manera clara el alcance de los acuerdos, indicando cuales fueron los aspectos 
en que, mediando la duda probatoria se llegó a ellos, dicha acta debe ser refrendada por 
todas las personas que intervienen en la misma. Cumplida dicha formalidad, el acuerdo 
debe ser remitido al juez, dentro de los cinco días de celebrado a fin de que dicho órgano 
jurisdiccional ejerza su facultad de control de legalidad sobre el acuerdo, verificando si 
este se ciñe o no a las exigencias de la ley procesal o sustantiva (Lecca 2007). 
3.1.17.- La Terminación Anticipada en nuestro Código Procesal Penal. 
Art. 468º. Normas de Aplicación. 
Inciso 1º: ”A iniciativa del Fiscal o del imputado, el Juez de la Investigación Preparatoria 
dispondrá, una vez expedida la Disposición Fiscal del artículo 336 y hasta antes de 
formularse acusación fiscal, pero por una sola vez, la celebración de una audiencia de 
terminación anticipada, de carácter privada. 
Su celebración no impide la continuación del proceso. Se formará, al respecto, cuaderno 
aparte” (Jurista Editores 2013). 
Análisis: 
 Este párrafo hace referencia que a Iniciativa del Fiscal o del imputado a solicitarlo: 
es decir que este proceso especial se inicia o tiene su partida de nacimiento en la petición 
bien del imputado o procesado o del representante del Ministerio Público que tiene el 
caso. 
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 Tiene que haberse formalizado la investigación preparatoria: es un requisito sine 
qua non que se haya pasado a la segunda fase de la investigación preparatoria, esto es, la 
que se ha formalizado, lo que descarta su aplicación en diligencias preliminares o 
investigación preliminar, la razón es que se haya determinado la posibilidad de una causa 
probable. 
 Se plantea hasta antes de la acusación: esta es la regla general que se aplique hasta 
antes de que el fiscal del caso realice su requerimiento de acusación, donde lleguen a la 
conclusión de que existen elementos de convicción que ameriten formular unan 
acusación, de modo que se posibilita llegar a un acuerdo con la pena y la reparación civil 
adeudada, pues la idea es no pasar a la segunda etapa del proceso común. 
 La audiencia tiene carácter de privada: es atendible que el conflicto de orden penal 
pueda ser manejado por particulares, el fiscal y la posible adquisiencia del juez, quienes 
utilizando consensos para solucionar sus diferendos eliminan el proceso penal. Nos 
parece correcto, por ejemplo, un caso de usurpación entre particulares, un hurto, un robo, 
lesiones y cualquier otro delito en el que no afecte al estado, a la sociedad o a la 
humanidad, ya que la imputada renuncia a su derecho a tener un juicio oral público y 
acoge una audiencia privada.es mas, le conviene para evitar los efectos de una publicidad 
negativa que le puede dar el juicio oral, este tipo de audiencia no requiere que se ponga 
publicidad para que el público controle al juzgador y su eventualidad arbitrariedad y 
despotismo, habida cuenta de que es el mismo acusado el que sabe que no necesita de la 
publicidad para que se le defienda indirectamente. 
 Su trámite es un cuaderno aparte: Vale decir, que para su tramitación tendrá que 
formarse un cuaderno aparte con las copias certificadas del principal, lo que quiere decir 
que el expediente principal seguirá con su rumbo sin detener el incidental de la 
terminación anticipada. 
 Su celebración no impide se continúe el proceso: como ya se dijo, el principal 
seguirá su curso con la realización de las diligencias que hayan sido programadas. 
Inciso 2. Acuerdo provisional. “El Fiscal y el imputado podrán presentar una solicitud 
conjunta y un Acuerdo Provisional sobre la pena y la reparación civil y demás 
consecuencias accesorias. Están autorizados a sostener reuniones preparatorias 
informales. En todo caso, la continuidad del trámite requiere necesariamente la no 
oposición inicial del imputado o del Fiscal según el caso”. 
Análisis: 
   42 
   
 El fiscal, el imputado y su abogado pueden presentarse en forma conjunta un 
acuerdo provisional. Ello no obsta para que participe también la víctima. 
 Solicitud conjunta (fiscal, imputado y su abogado defensor) y acuerdo provisional 
sobre la pena y la reparación civil y demás consecuencias accesorias. 
 La continuación del trámite requiere la no oposición del fiscal o del imputado, 
según sea el caso, esto es, si quien solicito la terminación anticipada del proceso es el 
imputado, el fiscal del caso no tendrá ningún inconveniente para arribar a un resultado de 
negociación, si por el contrario, lo requiere el fiscal del caso, tampoco habrá oposición 
del imputado, caso contrario, con su negativa, estaría demostrando que proseguirá con el 
trámite del proceso común, soslayando este proceso penal. 
Inciso 3º. El requerimiento: “El requerimiento fiscal o la solicitud del imputado será 
puesta en conocimiento de todas las partes por el plazo de cinco días, quienes se 
pronunciarán acerca de la procedencia del proceso de terminación anticipada y, en su 
caso, formular sus pretensiones”. 
Análisis: 
 El fiscal o la solicitud del imputado será puesto en conocimiento de todas las 
partes por cinco días. 
 Luego se pronunciaran sobre la procedencia de la terminación anticipada y en su 
caso formular sus pretensiones. 
Inciso 4º. La Audiencia: “La audiencia de terminación anticipada se instalará con la 
asistencia obligatoria del Fiscal y del imputado y su abogado defensor. Es facultativa la 
concurrencia de los demás sujetos procesales. Acto seguido, el Fiscal presentará los 
cargos que como consecuencia de la Investigación Preparatoria surjan contra el imputado 
y éste tendrá la oportunidad de aceptarlos, en todo o en parte, o rechazarlos. El Juez deberá 
explicar al procesado los alcances y consecuencias del acuerdo, así como las limitaciones 
que representa la posibilidad de controvertir su responsabilidad. A continuación, el 
imputado se pronunciará al respecto, así como los demás sujetos procesales asistentes. El 
Juez instará a las partes, como consecuencia del debate, a que lleguen a un acuerdo, 
pudiendo suspender la audiencia por breve término, pero deberá continuar el mismo día. 
No está permitida la actuación de pruebas en la audiencia de terminación anticipada”. 
Análisis: 
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 Asistencia obligatoria del Juez, Fiscal, Imputado y Defensor. 
 Pueden concurrir los demás sujetos procesales. 
 El fiscal presenta los cargos imputados. 
 El imputado puede aceptar en todo o en parte o rechazar. 
 El juez explica los alcances del acuerdo. 
 El imputado se pronunciara al respecto, así como los demás sujetos procesales 
asistentes. 
 El juez instara a las partes, como consecuencia del debate, a que lleguen a un 
acuerdo. 
 El juez puede hacer un receso para dicho efecto por breve término continuando 
ese día. 
 No se permite actuación de pruebas. 
Inciso 5º. Acuerdo definitivo: “Si el Fiscal y el imputado llegan a un acuerdo acerca de 
las circunstancias del hecho punible, de la pena, reparación civil y consecuencias 
accesorias a imponer, incluso la no imposición de pena privativa de libertad efectiva 
conforme a la Ley penal, así lo declararán ante el Juez debiéndose consignar 
expresamente en el acta respectiva. El Juez dictará sentencia anticipada dentro de las 
cuarenta y ocho horas de realizada la audiencia”. 
Análisis. 
 Si el Fiscal y el imputado acuerdan sobre circunstancias del hecho punible, pena, 
reparación civil y consecuencias accesorias, incluso no oposición de pena privativa de 
libertad efectiva así lo declararan ante el juez consignado en el acta respectiva, el juez 
puede plantear alguna reconsideración. 
 El juez dictara sentencia dentro de las 48 horas de realizada la audiencia. 
Inciso 6º. “Si el Juez considera que la calificación jurídica del hecho punible y la pena a 
imponer, de conformidad con lo acordado, son razonables y obran elementos de 
convicción suficientes, dispondrá en la sentencia la aplicación de la pena indicada, la 
reparación civil y las consecuencias accesorias que correspondan enunciando en su parte 
resolutiva que ha habido acuerdo. Rige lo dispuesto en el artículo 398”. 
Análisis: 
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 El juez considera que la calificación del hecho punible y de la pena a imponerse 
son razonables y obran elementos de convicción suficientes, así dispondrá en sentencia, 
y que hubo acuerdo. 
 Rige lo dispuesto en el artículo 398º del Nuevo Código Procesal Penal. 
Inciso 7º. “La sentencia aprobatoria del acuerdo puede ser apelada por los demás sujetos 
procesales. Los demás sujetos procesales, según su ámbito de intervención procesal, 
pueden cuestionar la legalidad del acuerdo y, en su caso, el monto de la reparación civil. 
En este último caso, la sala Penal Superior puede incrementar la reparación civil dentro 
de los límites de la pretensión del actor civil”. 
Análisis: 
 La sentencia aprobatoria puede ser apelada por los demás sujetos procesales. 
 Los sujetos procesales pueden cuestionar la legalidad del acuerdo y en su caso, el 
de reparación civil. 
 La sala penal puede incrementar la reparación civil dentro de los límites de la 
pretensión del actor civil. 
Artículo 469º: Proceso con pluralidad de hechos punibles e imputados. “En los procesos 
por pluralidad de hechos punibles o de imputados, se requerirá del acuerdo de todos los 
imputados y por todos los cargos que se incrimine a cada uno. Sin embargo, el Juez podrá 
aprobar acuerdos parciales si la falta de acuerdo se refiere a delitos conexos y en relación 
con los otros imputados, salvo que ello perjudique la investigación o si la acumulación 
resulta indispensable”. 
Análisis: 
 Acuerdo Total: si hay pluralidad de hechos punibles o imputados, se requiere 
acuerdo de todo. 
 Acuerdo Parcial: si la falta de acuerdo se refiere a delitos conexos y en relación 
con los otros imputados. 
 Salvo que se perjudique la investigación o si la acumulación resulta indispensable. 
Artículo 470º. Acuerdo desaprobado: “Cuando no se llegue a un acuerdo o éste no sea 
aprobado, la declaración formulada por el imputado en este proceso se tendrá como 
inexistente y no podrá ser utilizada en su contra”. 
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Análisis: 
 En este trámite de terminación anticipada del proceso cuando no se llegue a un 
acuerdo o este no sea aprobado, su declaración se tendrá como inexistente y no se podrá 
ser utilizada en su contra. 
Artículo 471º. Reducción Adicional Acumulable: “El imputado que se acoja a este 
proceso recibirá un beneficio de reducción de la pena de una sexta parte. Este beneficio 
es adicional y se acumulará al que reciba por confesión”. 
Análisis de los beneficios: 
 Quien se acoja a este proceso adicional recibirá un beneficio de la reducción de la 
pena de una sexta parte. 
 Dicho beneficio es adicional y se acumulara al que reciba por confesión. 
3.1.18.- El Derecho a la Dignidad Humana. 
La noción de dignidad no es una nueva. Por el contrario es bastante antigua y tiene 
diversas fuentes, así por ejemplo, la idea en cuanto “valía pública de un hombre”, “Honor 
social”, “rango”; la del humanismo romano y la del estoicismo; o la de concepciones 
cristianas que tuvieron gran desarrollo durante el medioevo. 
La noción de Dignidad humana, tal como lo conocemos hoy es relativamente reciente; 
sobre la base del pensamiento Kantiano, adquiere su actual entidad alrededor de mediados 
del siglo XX, a tono con los cambios históricos, ideológicos e incluso retorico producidos 
tras la segunda gran guerra, no obstante parecer hoy una verdad evidente, la vinculación 
entre la dignidad, los derechos humanos, orden público y constitucionalmente solo desde 
la segunda mitad del siglo pasado ha sido señalada de manera expresa (Juridica 2013). 
La maximización del derecho a la dignidad implica, el aseguramiento de un mínimo de 
capacidades (o de recursos y prestaciones sociales), como la posibilidad de desplegar 
libremente la propia personalidad, impidiéndose la existencia de trabas ilegitimas. En 
casos se trata de asegurar o promover el ejercicio de la autonomía (Gaceta Juridica 2013). 
3.1.19. Los Derechos del Imputado Frente a la Tutela de Derechos. 
En el modelo Acusatorio adversarial el imputado es la parte pasiva necesaria del proceso 
penal sobre quien recae la atribución de hechos delictivos (imputación necesaria) y que 
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se encuentra normalmente amenazado en su derecho a la libertad o en el que el ejercicio 
de otros derechos, a propósito de la eventual sanción a imponerse al momento de expedir 
la sentencia. En el Caso concreto de la legislación nacional, de acuerdo al artículo 336.1 
del CPP, La calidad de imputado se adquiere a partir de la formalización de investigación 
preparatoria hasta la culminación del proceso en que se emite una decisión final, durante 
todo este periodo de tiempo el imputado puede hacer valer los derechos que la 
constitución y las leyes reconocen, incluso a tenor del artículo 71.1 del CPP Desde las 
primeras diligencias de investigación (Coaguila 2013). 
A nivel normativo, aparte de los consagrados para la tutela de derechos en el artículo 71.2. 
Del CPP, el imputado tiene el derecho a estar presente en la práctica de los actos de 
investigación, postular actos de investigación y prueba, recusar al personal jurisdiccional, 
promover e intervenir en las cuestiones de competencia, estar presente en el juicio oral, 
solicitar la suspensión de las audiencias e interponer medios impugnatorios y recursos, 
así mismo hay derechos de actuación pasiva por parte del imputado tales como la 
declaración voluntaria y libre del imputado, el derecho a un interrogatorio objetivo sin 
preguntas oscuras, ambiguas ni capciosas, al respeto a la dignidad y el reconocimiento a 
la presunción de inocencia, es decir que los derechos del imputado pueden ser utilizados 
a través de varios mecanismos de naturaleza constitucional y procesal, entre los cuales se 
encuentra la tutela de derechos, y cuya incorporación legislativa del Código Procesal 
Penal. y que sus principales características son: 
a) La Tutela de derecho es residual. 
b) La Tutela de derecho es autónoma. 
c) La Tutela derecho es preclusoria. 
d) La tutela de derecho es reparadora. 
e) La tutela de derecho es igualadora (Coaguila 2013). 
 
3.1.19.- La terminación anticipada y el derecho a la presunción de inocencia. 
El principio de inocencia exige una mínima prueba de cargo, en este contexto es muy 
probable que la aceptación de cargos propia del plea bargaining resulte incompatible con 
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el contenido de la garantía de presunción de inocencia cuando aquella no viene sustentada 
con una mínima actividad probatoria que desbarate el estatus de inocente del imputado. 
En efecto aunque la negociación y el posterior acuerdo entre fiscal e imputado pueda 
producirse sin que existan elementos que lo sustenten, ello no implica per se la afectación 
del principio de oportunidad del imputado, debido a la existencia de obstáculos legales 
que buscan neutralizar los riesgos consustanciales, esos obstáculos vienen establecidos 
en el inciso quinto del artículo 468º del Código Procesal Penal que impone al juez de la 
investigación preparatoria la obligación de controlar, a diversos niveles, el acuerdo 
negociado. Dentro de dichos niveles se encuentra el correspondiente al control de los 
elementos de convicción suficientes que sustenten la declaración judicial de 
responsabilidad contenida en el acuerdo de terminación anticipada, conforme a las 
precisiones precedentes (Reyna 2014). 
3.2. MARCO CONCEPTUAL: 
 Acuerdo: Es el concierto de dos o más partes voluntades o inteligencia de 
personas que llevan a un mismo fin. 
 Cese: Termino de una medida o acto. 
 Derecho Procesal Penal: Conjunto de normas que regulan lo concerniente a los 
actos realizables y a la generalidad de un juicio por una causa penal. La mayor 
parte de estos procesos tienen inicio mediante una acción ejecutada por el juez, 
esto es, por un procedimiento oficioso. Dadas las condiciones de favorabilidad 
para el reo que rigen el Derecho Penal, en estos juzgamientos es posibles fallos 
no complementarios. 
 Dignidad: Calidad de digno. 
 Fiscal: Es la persona que promueve y ejerce las funciones del Ministerio Público 
ante los juzgados y tribunales en los procesos penal, civiles etc. Su deber es 
proteger la ley y promover el cumplimiento de esta, interviniendo en defensa de 
ella ante los tribunales. Con la adecuada función fiscal. 
 Garantías Procesales: Conjunto de recursos y acciones que se efectúan o pueden 
efectuarse dentro de un litigio por cada una de las partes, para contar con una 
adecuada defensa y protección de sus intereses frente a sus adversarios.  
 Imputado: Individuo a quien se le cabe atribuirle uno o más delitos que se le 
imputa. 
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 Juez: Individuo que hace parte de la rama judicial del estado, de modo que tal 
vinculación le concede la potestad de administrar justicia en su nombre y en 
determinado sector de una jurisdicción, en virtud de tal condición, el juez tiene 
competencia para iniciar, investigar, tramitar y sentenciar un asunto, tomando las 
medidas pertinentes para dar cumplimiento a su labor.  
 NCPP: Nuevo Código Procesal Penal. 
 Negociación: Acción o efecto de negociar.   
 Per se: Por sí mismo. Expresa que se obra en nombre propio. 
 Presión: Fuerza ejercida sobre una determinada cosa u acto, Imposición, 
intimidación.  
 Prisión: Cárcel u otro establecimiento penitenciario donde se encuentran los 
privados de su libertad, ya sea como detenidos procesales o condenados. 
 Prisión Preventiva: La que se impone cuando se tiene sospecha contra el 
detenido por un delito considerado grave y que por razones de seguridad así lo 
amerita.  
 Proceso: Conjunto de procedimientos o actos de un acontecimiento que se llevan 
a cabo con el fin de dar solución a un litigio 
 Provisional: Que tiene carácter temporal. 
 Presunción: Sospecha que se tiene y que aún no ha sido probada. 
 Principio: Origen, Fundamento de una doctrina, dogma o teoría. 
 Sistema Procesal Penal: Conjunto de conceptos, normas y principios que versan 






CAPÍTULO IV: “PRESENTACIÓN Y DISCUSIÓN DE 
RESULTADOS”. 
 
4.1. PRESENTACIÒN DE RESULTADOS. 
Los resultados de la investigación son:  
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Encuesta de preguntas para Operadores Jurídicos: Abogados litigantes, Jueces de 
investigación preparatoria de Maynas, Fiscales de las fiscalías penales corporativas de 
maynas y para los Sentenciados mediante terminación anticipada cuando estaban con 
prisión preventiva.  
Tabla Nº 1: P1. ¿Cree Ud. Que la Prisión Preventiva es el medio idóneo para asegurar el 
correcto desenvolvimiento de una investigación por un presunto delito cometido? 
 Frecuencia Porcentaje 
 Jueces Fiscales Abogados  
Lit. 
Sent. 
Por T. A. 
Jueces Fiscales Abogados  
Lit. 
Sen. 
Por T. A. 
SI 2 8 4 1 66.7 50,0 20,0 6,3 
NO 1 8 16 15 33,3 50,0 80,0 93,7 
TOTAL 3 16 20 16 100.0 100,0 100,0 100,0 
 
La tabla Nº 1 muestra que del 100% (3) de Jueces de los Juzgados de Investigación 
Preparatoria de Maynas el 66,7% (2) consideran que la prisión preventiva es el medio 
idóneo para asegurar el correcto desenvolvimiento de una investigación por un presunto 
delito, del 100% (16) de Fiscales de las fiscalías penales corporativas de Maynas el 50% 
(8) consideran que la prisión preventiva es el medio idóneo para asegurar el correcto 
desenvolvimiento de una investigación por un presunto delito, y mientras que del 100% 
(20) de Abogados litigantes tan solo el 20% (4) consideran que la prisión preventiva es el 
medio idóneo para asegurar el correcto desenvolvimiento de una investigación por un 
presunto delito y por último del 100% (16) de sentenciados mediante terminación 
anticipada cuando estaban con prisión preventiva el 6,3% (1) consideran que la prisión 
preventiva es el medio idóneo para asegurar el correcto desenvolvimiento de una 
investigación por un presunto delito. 
Tabla Nº 2: P2. ¿Cree Ud. Que los requerimientos de prisión preventiva son debidamente 
fundamentada oralmente por los representantes del Ministerio Público? 
 Frecuencia Porcentaje 
 Jueces Fiscales Abogados 
Lit. 
Sen. 
Por T. A. 
Jueces Fiscales Abogados 
Lit. 
Sen. 
Por T. A. 
SI 2 16 7 2 66,7 100,0 35,0 12,5 
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NO 1 0 13 14 33,3 0,0 65,0 87,5 
TOTAL 3 16 20 16 100,0 100,0 100,0 100,0 
  
La tabla Nº 2 muestra que del 100% (16) de Fiscales de las fiscalías penales corporativas 
de Maynas encuestados el 100% (16) consideran que los requerimientos de prisión 
preventiva son debidamente fundamentada oralmente por los representantes del 
Ministerio Público, del 100% (3) de Jueces de los Juzgados de Investigación Preparatoria 
de Maynas encuestados el 66.7% (2) consideran que los requerimientos de prisión 
preventiva son debidamente fundamentada oralmente por los representantes del 
Ministerio Público, así mismo del 100% (20) de Abogados Litigantes encuestados tan 
solo el 35% (7) consideran que los requerimientos de prisión preventiva son debidamente 
fundamentada oralmente por los representantes del Ministerio Público y del 100% (16) 
sentenciados mediante terminación anticipada cuando estaban con prisión preventiva el 
12,5% (2) encuestados consideran que los requerimientos de prisión preventiva son 








Tabla Nº 3: P3. ¿Cree Ud. La prisión preventiva ejerce alguna presión sobre el imputado? 
 Frecuencia Porcentaje 
 Jueces Fiscales Abogados 
Lit. 
Sen. 
Por T. A. 
Jueces Fiscales Abogados 
Lit. 
Sen. 
Por T. A. 
SI  1 10 17 15 33,3 62,5 85,0 93,7 
NO 2 6 3 1 66,7 37,5 15,0 6,3 
TOTAL 3 16 20 16 100,0 100,0 100,0 100,0 
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La tabla Nº 3 muestra que del 100% (16) de sentenciados mediante terminación anticipada 
cuando estaban con prisión preventiva el 93,7% (15) consideran que la prisión preventiva 
si ejerce alguna presión la prisión preventiva sobre el imputado, del 100% (20) Abogados 
Litigantes de encuestados el 85% (17) consideran que la prisión preventiva si ejerce 
alguna presión sobre el imputado, del 100% (16) de Fiscales de las fiscalías penales 
corporativas de Maynas encuestados el 62,5% (10) consideran que la prisión preventiva 
si ejerce alguna presión sobre el imputado, del 100% (3) de Jueces de los Juzgados de 
Investigación Preparatoria de Maynas encuestados el 33,3% (1) consideran que la prisión 










Tabla Nº 4: P4. ¿Cree Ud. Que el imputado esta en desigualdad de armas legales al estar 
en una prisión? 
 Frecuencia Porcentaje 
 Jueces Fiscales Abogados 
Lit. 
Sen. 
Por T. A. 
Jueces Fiscales Abogados 
Lit. 
Sen. 
Por T. A. 
SI 0 2 12 16 0,0 12,5 60,0 100,0 
NO 3 14 8 0 100,0 87,5 40,0 0,0 
TOTAL 3 16 20 16 100,0 100,0 100,0 100,0 
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La tabla Nº 4 muestra que del 100% (16) de sentenciados mediante terminación anticipada 
cuando estaban con prisión preventiva encuestados el 100% (16) consideran que el 
imputado si esta en desigualdad de armas legales al estar en una prisión, del 100% (20) 
de Abogados litigantes encuestados el 60% (12) consideran que el imputado si está en 
desigualdad de armas legales al estar en una prisión, del 100% (16) de Fiscales de las 
fiscalías penales corporativas de Maynas  encuestados el 12,5% (2) consideran que el 
imputado si esta en desigualdad de armas legales al estar en una prisión, del 100% (3) de 
Jueces de los Juzgados de Investigación Preparatoria de Maynas encuestados el 0% (0) 










Tabla Nº 5: P5. ¿Cree Ud. que el proceso de terminación anticipada es una suerte de 
negociación? 
 Frecuencia Porcentaje 
 Jueces Fiscales Abogados 
Lit. 
Sen. 
Por T. A. 
Jueces Fiscales Abogados 
Lit. 
Sen. 
Por T. A. 
SI  3 16 20 15 100,0 100,0 100,0 92,7 
NO 0 0 0 1 0,0 0,0 0,0 6,3 
TOTAL 3 16 20 16 100,0 100,0 100,0 100,0 
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La tabla Nº 5 muestra que del 100% (3) de Jueces de los Juzgados de Investigación 
Preparatoria de Maynas encuestados el 100% (3) consideran que el proceso de 
terminación anticipada es una suerte de negociación, del 100% (16) de Fiscales de las 
fiscalías penales corporativas de maynas encuestados el 100% (16) consideran que el 
proceso de terminación anticipada es una suerte de negociación, respecto a los Abogados 
Litigantes del 100% (20) de encuestados el 100% (20) consideran que el proceso de 
terminación anticipada es una suerte de negociación y del 100% (16) de sentenciados 
mediante terminación anticipada cuando estaban con prisión preventiva el 92,7% (15) 













Tabla Nº 6: P6. ¿Cree Ud. que la terminación Anticipada es una ventaja para el correcto 
funcionamiento del sistema procesal penal? 
 
 Frecuencia Porcentaje 
 Jueces Fiscales Abogados 
Lit. 
Sen. 
Por T. A. 
Jueces Fiscales Abogados 
Lit. 
Sen. 
Por T. A. 
SI
  
2 14 15 12 66,7 87,5 75,0 75,0 
NO 1 2 5 4 33,3 12,5 25,0 25,0 
TOTAL 3 16 20 16 100,0 100,0 100,0 100,0 
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La tabla Nº 6 muestra que del 100% (16) de Fiscales de las fiscalías penales corporativas 
de Maynas encuestados el 85,7% (14) consideran que la terminación Anticipada es una 
ventaja para el correcto funcionamiento del sistema procesal penal, del 100% (20) de 
Abogados litigantes encuestados el 75% (15) consideran que la terminación Anticipada 
es una ventaja para el correcto funcionamiento del sistema procesal penal, del 100% (16) 
de sentenciados mediante terminación anticipada cuando estaban con prisión preventiva 
el 75% (12) encuestados consideran que la terminación anticipada es una ventaja para el 
correcto funcionamiento del sistema procesal penal, del 100% (3) de Jueces de los 
Juzgados de Investigación Preparatoria de Maynas encuestados el 66,7 % (2) consideran 







Tabla Nº 7: P7. ¿Cree Ud. que la terminación Anticipada es el mecanismo idóneo para 
logar el fin de un proceso penal de forma ágil? 
 Frecuencia Porcentaje 
 Jueces Fiscales Abogados  
Lit. 
Sent. 
Por T. A. 
Jueces Fiscales Abogados  
Lit. 
Sen. 
Por T. A. 
SI 2 10 12 13 66,7 62,5 60,0 81,3 
NO 1 6 8 3 33,3 37,5 40,0 18,7 
TOTAL 3 16 20 16 100,0 100,0 100,0 100.0 
 
La tabla Nº 7 muestra que del 100% (16) de sentenciados mediante terminación anticipada 
cuando estaban con prisión preventiva encuestados el 81,3% (13) consideran que la 
terminación Anticipada es el mecanismo idóneo para logar el fin de un proceso penal de 
forma ágil, del 100% (3) de Jueces de los Juzgados de Investigación Preparatoria de 
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Maynas encuestados el 66,7% (2) consideran que la terminación Anticipada es el 
mecanismo idóneo para logar el fin de un proceso penal de forma ágil, asimismo del 100% 
(16) de Fiscales de las fiscalías penales corporativas de Maynas encuestados el 62,5% 
(10) consideran que la terminación Anticipada es el mecanismo idóneo para logar el fin 
de un proceso penal de forma ágil, del 100% (20) de Abogados litigantes de encuestados 
el 60% (12) consideran que la terminación Anticipada es el mecanismo idóneo para logar 








Tabla Nº 8: P8. ¿Cree Ud. que la aceptación de un imputado inocente a una terminación 
anticipada es una solución apresurada al problema que le sucede por estar en una prisión 
sin sentencia? 
 Frecuencia Porcentaje 
 Jueces Fiscales Abogados  
Lit. 
Sen. 
Por T. A. 
Jueces Fiscales Abogados  
Lit. 
Sen. 
Por T. A. 
SI 3 12 18 14 100,0 75,0 90,0 87,5 
NO 0 4 2 2 0,0 25,0 10,0 12,5 
TOTAL 3 16 20 10 100,0 100,0 100,0 100,0 
 
La tabla Nº 8 muestra que del 100% (3) de Jueces de los Juzgados de Investigación 
Preparatoria de Maynas encuestados el 100% (3) consideran que la aceptación de un 
imputado inocente a una terminación anticipada es una solución apresurada a su problema 
de estar en una prisión sin sentencia, del 100% (20) del Abogados litigantes encuestados 
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el 100% (18) consideran que la aceptación de un imputado inocente a una terminación 
anticipada es una solución apresurada a su problema de estar en una prisión sin sentencia, 
del 100% (10) de sentenciados mediante terminación anticipada cuando estaban con 
prisión preventiva encuestados el 87,5% (14) consideran que la aceptación de un 
imputado inocente a una terminación anticipada es una salida apresurada a su problema 
de estar en una prisión sin sentencia, del 100% (16) de fiscales de las fiscalías penales 
corporativas de maynas el 75% (12) consideran que la aceptación de un imputado 
inocente a una terminación anticipada es una solución apresurada a su problema de estar 






Tabla Nº 9: P9. ¿Cree Ud. que el representante del Ministerio Público tiene ventaja sobre 
el imputado que está en una prisión? 
 Frecuencia Porcentaje 
 Jueces Fiscales Abogados  
Lit. 
Sent. 
Por T. A. 
Jueces Fiscales Abogados  
Lit. 
Sen. 
Por T. A. 
SI 1 8 16 13 33,3 50,0 80,0 81,7 
NO 2 8 4 3 66,7 50,0 20,0 18.3 
TOTAL 3 16 20 16 100,0 100,0 100,0 100.0 
 
La tabla Nº 9 muestra que del 100% (16) de sentenciados mediante terminación anticipada 
cuando estaban con prisión preventiva encuestados el 81,7% (13) consideran que el 
representante del Ministerio Público tiene ventaja sobre el imputado que está en una 
prisión, del 100% (20) de Abogados Litigantes encuestados el 80% (16) consideran que 
el representante del Ministerio Público tiene ventaja sobre el imputado que está en una 
prisión, del 100% (16) de Fiscales de las fiscalías penales corporativas de Maynas 
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encuestados el 50% (8) consideran que el representante del Ministerio Público tiene 
ventaja sobre el imputado que está en una prisión, del 100% (3) de Jueces de los Juzgados 
de Investigación Preparatoria de Maynas encuestados el 33,3% (1) consideran que el 









Tabla Nº 10: P10. ¿Cree Ud. que la prisión preventiva vulnera la dignidad humana del 
imputado? 
 
 Frecuencia Porcentaje 
 Jueces Fiscales Abogados 
Lit. 
Sent. 
Por T. A. 
Jueces Fiscales Abogados  
Lit. 
Sen. 
Por T. A. 
SI 0 0 2 11 0,0 0,0 10,0 68,7 
NO 3 16 18 5 100,0 100,0 90,0 31,3 
TOTAL 3 16 20 16 100,0 100,0 100,0 100,0 
 
La tabla Nº 10 muestra que del 100% (3) de Jueces de los Juzgados de Investigación 
Preparatoria de Maynas encuestados el 100% (3) consideran que la prisión preventiva no 
vulnera la dignidad humana del imputado, del 100% (16) de Fiscales de las fiscalías 
penales corporativas de Maynas encuestados el 100% (16) consideran que la prisión 
preventiva no vulnera la dignidad humana del imputado, del 100% (20) de Abogados 
Litigantes encuestados el 90% (18) consideran que la prisión preventiva no vulnera la 
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dignidad humana del imputado y del 100% (16) de sentenciados mediante terminación 
anticipada cuando estaban con prisión preventiva el 31,3% (5) encuestados consideran 









Tabla Nº 11: P11. ¿Cree Ud. que la prisión preventiva ejerce presión para que el imputado 
busque la manera más rápida de obtener una sentencia? 
 Frecuencia Porcentaje 
 Jueces Fiscales Abogados 
Lit. 
Sent. 
Por T. A. 
Jueces Fiscales Abogados 
Lit. 
Sen. 
Por T. A. 
SI 1 9 14 10 33,3 56,3 70,0 62,5 
NO 2 7 6 6 66,7 43,7 30,0 37,5 
TOTAL 3 16 20 16 100,0 100,0 100,0 100,0 
 
La tabla Nº 11 muestra que del 100% (20) de Abogados litigantes de encuestados el 70% 
(14) consideran que en la prisión preventiva si ejerce presión para que el imputado busque 
la manera más rápida de obtener una sentencia, del 100% (16) de sentenciados mediante 
terminación anticipada cuando estaban con prisión preventiva encuestados el 62,5% (10) 
consideran que la prisión preventiva si ejerce presión para que el imputado busque la 
manera más rápida de obtener una sentencia, del 100% (16) de Fiscales de las fiscalías 
penales corporativas de Maynas encuestados el 56,3% (9) consideran que la prisión 
preventiva si ejerce presión para que el imputado busque la manera más rápida de obtener 
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una sentencia, del 100% (3) de Jueces de los Juzgados de Investigación Preparatoria de 
Maynas encuestados el 33,3% (1) consideran que la prisión preventiva si ejerce presión 








Tabla Nº 12: P12. ¿Cree Ud. qué la prisión preventiva es un medio de presión para que el 
imputado acepte una terminación anticipada? 
 Frecuencia Porcentaje 
 Jueces Fiscales Abogados  
Lit. 
Sent. 
Por T. A. 
Jueces Fiscales Abogados  
Lit. 
Sen. 
Por T. A. 
SI 1 9 12 10 33.3 56.3 60.0 62,5 
NO 2 7 8 6 66.7 43.7 40.0 37,5 
TOTAL 3 16 20 16 100.0 100.0 100.0 100,0 
 
La tabla Nº 12 muestra que del 100% (16) de sentenciados mediante terminación 
anticipada cuando estaban con prisión preventiva el 62,5% (10) encuestados consideran 
que la prisión preventiva constituye un medio de presión para que el imputado acepte una 
terminación anticipada, del 100% (14) de Abogados litigantes encuestados el 60% (12) 
consideran que la prisión preventiva constituye un medio de presión para que el imputado 
acepte una terminación anticipada, del 100% (16) de Fiscales fiscal de las fiscalías 
penales corporativas de Maynas encuestados el 56,3% (9) consideran que la prisión 
preventiva constituye un medio de presión para que el imputado acepte una terminación 
anticipada, del 100% (3) de Jueces de los Juzgados de Investigación Preparatoria de 
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Maynas encuestados el 33,3% (1) consideran que la prisión preventiva constituye un 









Tabla Nº 13: P13. ¿Cree Ud. de que la aplicación de una terminación anticipada es la 
mejor salida para que disminuya la carga procesal? 
 Frecuencia Porcentaje 
 Jueces Fiscales Abogados  
Lit. 
Sent. 
Por T. A. 
Jueces Fiscales Abogados  
Lit. 
Sen. 
Por T. A. 
SI 2 10 11 9 66,7 62,5 55,0 56,3 
NO 1 6 9 7 33,3 37,5 45,0 43,7 
TOTAL 3 16 20 16 100,0 100,0 100,0 100,0 
 
La tabla Nº 13 muestra que del 100% (3) de Jueces de los Juzgados de Investigación 
Preparatoria de Maynas encuestados el 66,7% (2) consideran que la aplicación de una 
terminación anticipada es la mejor salida para que disminuya la carga procesal, del 100% 
(16) de Fiscales de las fiscalías penales corporativas encuestados el 62,5% (10) 
consideran que la aplicación de una terminación anticipada es la mejor salida para que 
disminuya la carga procesal, del 100% (20) de Abogados litigantes encuestados el 55% 
(11) consideran que la aplicación de la terminación anticipada es la mejor salida para que 
disminuya la carga procesal y del 100% (16) de sentenciados mediante terminación 
anticipada cuando estaban con prisión preventiva el 56,3% (9) encuestados consideran 
que la aplicación de una terminación anticipada es la mejor salida para que disminuya la 
carga procesal. 
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Tabla Nº 14: P14. ¿Cree Ud. que los jueces de investigación preparatoria hacen bien al 
conducir la terminación anticipada cuando antes ordenaron la prisión preventiva? 
 Frecuencia Porcentaje 
 Jueces Fiscales Abogados  
Lit. 
Sent. 
Por T. A. 
Jueces Fiscales Abogados  
Lit. 
Sen. 
Por T. A. 
SI 3 16 20 10 100,0 100,0 100,0 62,5 
NO 0 0 0 6 0,0 0,0 0,0 37,5 
TOTAL 3 16 20 10 100,0 100,0 100,0 100,0 
 
La tabla Nº 14 muestra que del 100% (3) de Jueces de los Juzgados de Investigación 
Preparatoria de Maynas encuestados el 100% (3) consideran que los jueces de 
investigación preparatoria hacen bien al conducir la terminación anticipada cuando antes 
ordenaron la prisión preventiva, del 100% (16) de Fiscales de las fiscalías penales 
corporativas de Maynas encuestados el 100% (16) consideran que los jueces de 
investigación preparatoria hacen bien al conducir la terminación anticipada cuando antes 
ordenaron la prisión preventiva, del 100% (14) de Abogados Litigantes encuestados el 
100% (20) consideran que los jueces de investigación preparatoria hacen bien al conducir 
la terminación anticipada cuando antes ordenaron la prisión preventiva y del 100% (16) 
de sentenciados mediante terminación anticipada cuando estaban con prisión preventiva 
el 62,5% (10) encuestados consideran que los jueces de investigación preparatoria hacen 
bien al conducir la terminación anticipada cuando antes ordeno la prisión preventiva. 
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Tabla Nº 15: P15. ¿Cree Ud. que la prisión preventiva atenta contra la presunción de 
inocencia? 
 Frecuencia Porcentaje 
 Jueces Fiscales Abogados  
Lit. 
Sent. 
Por T. A. 
Jueces Fiscales Abogados  
Lit. 
Sen. 
Por T. A. 
SI 0 0 7 5 0,0 0,0 35,0 31,3 
NO 3 16 13 11 100,0 100,0 65,0 68,8 
TOTAL 3 16 20 10 100,0 100,0 100,0 100,0 
  
La tabla Nº 15 muestra que del 100% (3) de Jueces de los Juzgados de Investigación 
Preparatoria de Maynas encuestados el 100% (3) consideran que la prisión preventiva no 
atenta contra la presunción de inocencia, del 100% (16) de Fiscales y Asistentes de las 
fiscalías penales corporativas de Maynas encuestados el 100% (16) consideran que la 
prisión preventiva no atenta contra la presunción de inocencia, del 100% (20) de 
Abogados litigantes encuestados el 65% (13) consideran que la prisión preventiva no 
atenta contra la presunción de inocencia y del 100% (16) de sentenciados mediante 
terminación anticipada cuando se encontraban con prisión preventiva encuestados el 
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B. Resultado de encuesta realizada solo a Operadores Jurídicos: Abogados litigantes, 
Jueces de los juzgados de investigación preparatoria y Fiscales de las fiscalías 
corporativas penales de la provincia de Maynas. 
Tabla Nº 16: P16-A. ¿Cree Ud. que el proceso de terminación anticipada vulnera el 
derecho a la defensa en cuanto al principio de la no auto incriminación? 
 Frecuencia Porcentaje 
 Jueces Fiscales Abogados  
Lit. 
Jueces Fiscales Abogados  
Lit. 
SI 0 3 7 0.0 18.8 35.0 
NO 3 13 13 100.0 81.2 65.0 
TOTAL 3 16 20 100.0 100.0 100.0 
 
La tabla Nº 16 muestra que del 100% (20) de Abogados litigantes encuestados el 35% (7) 
consideran que el proceso de terminación anticipada si vulnera el derecho a la defensa en 
cuanto al principio de la no auto incriminación, del 100% (16) de Fiscales de las fiscalías 
penales corporativas de Maynas encuestados el 18,8% (3) consideran el proceso de 
terminación anticipada si vulnera el derecho a la defensa en cuanto al principio de la no 
auto incriminación del 100% (3) de Jueces de los Juzgados de Investigación Preparatoria 
de Maynas encuestados el 0% (0) consideran que el proceso de terminación anticipada si 
vulnera el derecho a la defensa en cuanto al principio de la no auto incriminación. 
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Tabla Nº 17: P17-A. ¿La ejecución de la Prisión Preventiva que conlleva a una Audiencia 
de Terminación Anticipada, resulta peligrosa para los fines que persigue nuestro sistema 
penal, declarándose la culpabilidad de una persona inocente o aplicándose penas muy 
leves para los autores de delitos graves? 
 Frecuencia Porcentaje 
 Jueces Fiscales Abogados  
Lit. 
Jueces Fiscales Abogados  
Lit. 
SI 0 6 3 00 37.5 15.0 
NO 3 10 17 100.0 62.5 85.0 
TOTAL 3 16 20 100.0 100.0 100.0 
 
La tabla Nº 17 muestra que del 100% (3) de Jueces de los Juzgados de Investigación 
Preparatoria de Maynas encuestados el 100% (3) consideran que la ejecución de la Prisión 
Preventiva que conlleva a una Audiencia de Terminación Anticipada no resulta peligrosa 
para los fines que persigue nuestro sistema penal, declarándose la culpabilidad de una 
persona inocente o aplicándose penas muy leves para los autores de delitos graves,  del 
100% (20) de Abogados litigantes el 85% (17) consideran que la ejecución de la Prisión 
Preventiva que conlleva a un proceso de Terminación Anticipada, no resulta peligrosa 
para los fines que persigue nuestro sistema penal, declarándose la culpabilidad de una 
persona inocente o aplicándose penas muy leves para los autores de delitos graves, del 
100% (16) de Fiscales de las fiscalías penales corporativas de Maynas encuestados el 
62.5% (10) consideran que la ejecución de la Prisión Preventiva que conlleva a un proceso 
de Terminación Anticipada, no resulta peligrosa para los fines que persigue nuestro 
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sistema penal, declarándose la culpabilidad de una persona inocente o aplicándose penas 




C. Encuesta realizada solo a sentenciados mediante terminación anticipada cuando 
estaban con prisión preventiva. 






La tabla 18 muestra que del 100% (16) de los sentenciados mediante terminación 
anticipada cuando se encontraban con prisión preventiva el 100% (16) consideran que si 
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4.2. ANALISIS O DISCUSIÓN DE RESULTADOS. 
 Coaguila J, sostiene que se tiene que tener en cuenta el derecho a la dignidad 
Humana del imputado durante un proceso es así que el imputado puede hacer valer sus 
derechos que no pierde por su condición de imputado como lo manda la Constitución, las 
leyes concernientes y el articulo 71.1 del Código Procesal Penal a fin de estar presente en 
la práctica de los actos de investigación, postular actos de investigación y prueba, recusar 
al personal jurisdiccional, promover e intervenir en las cuestiones de competencia, estar 
presente en el juicio oral, solicitar la suspensión de las audiencias e interponer medios 
impugnatorios y recursos y otros derechos de actuación pasiva esto concuerda con la 
opinión según la tabla Nº 10 muestra que del 100% (3) de Jueces de los Juzgados de 
Investigación Preparatoria de Maynas encuestados el 100% (3) consideran que la prisión 
preventiva no vulnera la dignidad humana del imputado, del 100% (16) de Fiscales de las 
fiscalías penales corporativas de Maynas encuestados el 100% (16) consideran que la 
prisión preventiva no vulnera la dignidad humana del imputado, del 100% (20) de 
Abogados Litigantes encuestados el 90% (18) consideran que la prisión preventiva no 
vulnera la dignidad humana del imputado y del 100% (16) de sentenciados mediante 
terminación anticipada cuando estaban con prisión preventiva el 31,3% (5) encuestados 
consideran que la prisión preventiva no vulnera la dignidad humana del imputado. 
 
 Benítez J. al referirse a la aplicación de la terminación anticipada sostiene que es 
útil para la disminución de la carga procesal, lo que concuerda con la presente 
investigación, porque que del 100% (3) de Jueces de los Juzgados de Investigación 
Preparatoria de Maynas encuestados el 66,7% (2) consideran que la aplicación de una 
terminación anticipada es la mejor salida para que disminuya la carga procesal, del 100% 
(16) de Fiscales de las fiscalías penales corporativas encuestados el 62,5% (10) 
consideran que la aplicación de una terminación anticipada es la mejor salida para que 
disminuya la carga procesal, del 100% (20) de Abogados litigantes encuestados el 55% 
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(11) consideran que la aplicación de la terminación anticipada es la mejor salida para que 
disminuya la carga procesal y del 100% (16) Sentenciados mediante terminación 
anticipada cuando estaban con prisión preventiva el 56,3% (9) encuestados consideran 
que la aplicación de una terminación anticipada es la mejor salida para que disminuya la 
carga procesal. 
 Benítez J. dice que los mecanismos de celeridad, es decir el principio de 
oportunidad y el proceso especial de la terminación anticipada son una alternativa para el 
correcto funcionamiento del sistema procesal penal; siendo para ello indispensable la 
preparación de los operadores del proceso penal debiendo para ello estar en continua 
actualización conclusiòn que compartimos ya que del 100% (16) de Fiscales de las 
fiscalías penales corporativas de Maynas encuestados el 85,7% (14) consideran que la 
terminación Anticipada es una ventaja para el correcto funcionamiento del sistema 
procesal penal, así mismo del 100% (20) de Abogados litigantes encuestados el 75% (15) 
consideran que la terminación Anticipada es una ventaja para el correcto funcionamiento 
del sistema procesal penal , del 100% (3) de Jueces de los Juzgados de Investigación 
Preparatoria de Maynas encuestados el 66,7 % (2) consideran que la terminación 
Anticipada es una ventaja para el sistema procesal penal y del 100% (16) Sentenciados 
mediante terminación anticipada cuando estaban con prisión preventiva el 75% (12) 
encuestados consideran que la terminación anticipada es una ventaja para el correcto 
funcionamiento del sistema procesal penal. 
 
 Lecca, sostiene que la justicia penal negociada en los Estados Unidos de 
Norteamérica tiene un proceso de negociación realizado a través de discusiones entre la 
acusación y la defensa en orden a obtener un acuerdo por el cual el acusado se declara 
culpable, evitando así la declaración del juicio, a cambio de una reducción en los cargos,  
conclusión que concuerda con los resultados de esta investigación  que del 100% (3) de 
Jueces de los Juzgados de Investigación Preparatoria de Maynas encuestados el 100% (3) 
consideran que el proceso de terminación anticipada es una suerte de negociación, del 
100% (16) de Fiscales de las fiscalías penales corporativas de Maynas encuestados el 
100% (16) consideran que el proceso de terminación anticipada es una suerte de 
negociación, respecto a los Abogados Litigantes del 100% (20) de encuestados el 100% 
(20) consideran que el proceso de terminación anticipada es una suerte de negociación y 
del 100% (16) Sentenciados mediante terminación anticipada cuando estaban con prisión 
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preventiva el 92,7% (15) consideran que el proceso de terminación anticipada es una 
suerte de negociación. 
 
 
 Rosas, J. sostiene que la prisión preventiva es un acto procesal dispuesto por 
resolución jurisdiccional, que produce una privación provisional de la libertad personal 
del imputado, con el propósito de asegurar el desarrollo del proceso penal y eventual 
ejecución de la pena;  afirmación que compartimos ya que del 100% (16) de los 
sentenciados mediante terminación anticipada cuando se encontraban con prisión 
preventiva el 100% (16) consideran que si saben que la prisión preventiva tiene carácter 
provisional.  
 
 Miranda, Cita la sentencia del Tribunal Constitucional, en el Expediente N.° 7624-
2005-PHC/TC, el cual señala que el juzgador penal debe priorizar la situación jurídica en 
que el inculpado se encuentre en condición de detenido teniendo en presente ello, una 
medida que debería ser concebida como cautelar y excepcional, se convertiría en un 
instrumento de excesiva aflicción física y psicológica para quien no tiene la condición de 
condenado, y que la condición de la persona que se encuentra en prisión preventiva es 
muy imprecisa ya que existe una sospecha en su contra, pero aún no se ha logrado 
demostrar la culpabilidad, los detenidos en tales circunstancias sufren usualmente grandes 
tensiones personales como resultado de la pérdida de ingresos, y de la separación forzada 
de su familia y comunidad. Debe enfatizarse igualmente el impacto psicológico y 
emocional al que son sometidos mientras dura esta circunstancia;  esto concuerda con los 
resultados de la presente investigación como se muestra en la tabla Nº 3 que del 100% 
(16) de sentenciados mediante terminación anticipada cuando estaban con prisión 
preventiva el 93,7% (15) consideran que la prisión preventiva si ejerce alguna presión la 
prisión preventiva sobre el imputado, del 100% (20) Abogados Litigantes de encuestados 
el 85% (17) consideran que la prisión preventiva si ejerce alguna presión sobre el 
imputado, del 100% (16) de Fiscales de las fiscalías penales corporativas de Maynas 
encuestados el 62,5% (10) consideran que la prisión preventiva si ejerce alguna presión 
sobre el imputado, del 100% (3) de Jueces de los Juzgados de Investigación Preparatoria 
de Maynas encuestados el 33,3% (1) consideran que la prisión preventiva si ejerce alguna 
presión sobre el imputado; además  esto también se demuestra que la prisión preventiva  
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ejerce presión para que el imputado busque la manera más rápida de obtener una 
sentencia,  de acuerdo que del 100% (20) de Abogados litigantes de encuestados el 70% 
(14) consideran que en la prisión preventiva si ejerce presión para que el imputado busque 
la manera más rápida de obtener una sentencia, del 100% (16) de sentenciados mediante 
terminación anticipada cuando estaban con prisión preventiva encuestados el 62,5% (10) 
consideran que la prisión preventiva si ejerce presión para que el imputado busque la 
manera más rápida de obtener una sentencia, del 100% (16) de Fiscales de las fiscalías 
penales corporativas de Maynas encuestados el 56,3% (9) consideran que la prisión 
preventiva si ejerce presión para que el imputado busque la manera más rápida de obtener 
una sentencia, del 100% (3) de Jueces de los Juzgados de Investigación Preparatoria de 
Maynas encuestados el 33,3% (1) consideran que la prisión preventiva si ejerce presión 
para que el imputado busque la manera más rápida de obtener una sentencia. 
 
 Rivera S. y  Bailón A., concluyen que el Artículo 268 del Código Procesal Penal 
establece que es el fiscal quien solicita la audiencia de prisión preventiva y el Artículo 
271º determina que el juez dentro de las cuarenta y ocho horas realizará la audiencia, 
durante todo este tiempo el imputado permanece detenido, lo que es aprovechado por el 
titular de la acción penal, para entrevistarse en reiteradas veces con el imputado 
explicándole los alcances de la procedencia de la medida de coerción personal y el 
beneficio de una justicia penal negociada (terminación anticipada del proceso), el 
imputado por temor de ir a la cárcel, acepta la fórmula propuesta, que generalmente 
concluyen con pena suspendida, siendo aceptado sin reparos por el juez de investigación 
preparatoria esta conclusión concuerda de cierto modo con el resultado visto que del 
100% (3) de Jueces de los Juzgados de Investigación Preparatoria de Maynas encuestados 
el 33.3% (1) consideran que la prisión preventiva constituye un medio de presión para 
que el imputado acepte una terminación anticipada, del 100% (16) de Fiscales fiscal de 
las fiscalías penales corporativas de Maynas encuestados el 56,2% (9) consideran que la 
prisión preventiva constituye un medio de presión para que el imputado acepte una 
terminación anticipada, del 100% (14) de Abogados litigantes encuestados el 60% (12) 
consideran que la prisión preventiva constituye un medio de presión para que el imputado 
acepte una terminación anticipada y del 100% (16) Sentenciados mediante terminación 
anticipada cuando estaban con prisión preventiva el 62,5% (10) encuestados consideran 
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CAPITULO V: “CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES” 
5.1. CONCLUSIONES: 
a. La prisión preventiva constituye un mecanismo de presión para que el imputado acepte 
una terminación anticipada, ya que de acuerdo a la tabla Nº 12 muestra que del 100% 
Sentenciados mediante terminación anticipada cuando estaban con prisión preventiva el 
62,5% encuestados consideran que la prisión preventiva constituye un medio de presión 
para que el imputado acepte una terminación anticipada, del 100% de Abogados litigantes 
encuestados el 60% consideran que la prisión preventiva constituye un medio de presión 
para que el imputado acepte una terminación anticipada , del 100% de Fiscales fiscal de 
las fiscalías penales corporativas de Maynas encuestados el 56,2% consideran que la 
prisión preventiva constituye un medio de presión para que el imputado acepte una 
terminación anticipada, del 100% de Jueces de los Juzgados de Investigación Preparatoria 
de Maynas encuestados el 33.3% consideran que la prisión preventiva constituye un 
medio de presión para que el imputado acepte una terminación anticipada.  
Tal como recogemos de la tabla de resultados y del contenido de las encuestas, podemos 
concluir que esta presión indirecta ejercido hacia el imputado, se materializaría en 
aspectos psicológicos, personales (el desprendimiento de su familia, la pérdida de su 
empleo, la estigmatización respecto a su condición de imputado), entre otros de carácter 
externo como podría ser el trato de los operadores del sistema jurídico como imputado 
(sospechoso o presunto autor de un hecho criminal, la influencia de los medios de prensa, 
etc), tal como lo sostiene Miranda, quien cita la sentencia del Tribunal Constitucional, en 
el Expediente N.° 7624-2005-PHC/TC, el cual señala que el juzgador penal debe 
priorizar la situación jurídica en que el inculpado se encuentre en condición de detenido 
teniendo en presente ello, una medida que debería ser concebida como cautelar y 
excepcional, se convertiría en un instrumento de excesiva aflicción física y psicológica 
para quien no tiene la condición de condenado, y que la condición de la persona que se 
encuentra en prisión preventiva es muy imprecisa ya que existe una sospecha en su 
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contra, pero aún no se ha logrado demostrar la culpabilidad, los detenidos en tales 
circunstancias sufren usualmente grandes tensiones personales como resultado de la 
pérdida de ingresos, y de la separación forzada de su familia y comunidad. Debe 
enfatizarse igualmente el impacto psicológico y emocional al que son sometidos mientras 
dura esta circunstancia (…). 
b. La prisión preventiva  ejerce presión para que el imputado busque la manera más rápida 
de obtener una sentencia, de acuerdo que del 100% de Abogados litigantes el 70% 
consideran que en la prisión preventiva si ejerce presión para que el imputado busque la 
manera más rápida de obtener una sentencia, del 100% Sentenciados mediante 
terminación anticipada cuando estaban con prisión preventiva encuestados el 62,5% 
consideran que la prisión preventiva si ejerce presión para que el imputado busque la 
manera más rápida de obtener una sentencia, del 100% de Fiscales de las fiscalías penales 
corporativas de Maynas encuestados el 56,3% consideran que la prisión preventiva si 
ejerce presión para que el imputado busque la manera más rápida de obtener una 
sentencia, del 100% de Jueces de los Juzgados de Investigación Preparatoria de Maynas 
encuestados el 33,3% consideran que la prisión preventiva si ejerce presión para que el 
imputado busque la manera más rápida de obtener una sentencia. 
c. Existe una desigualdad mínima de armas legales en contra del imputado que se 
encuentra recluido con prisión preventiva ya que no tiene la libertad que requiere para 
poder buscar y obtener los medios probatorios que al imputado le sirvan de defensa así lo 
demuestra la tabla Nº 4 muestra que del 100% de sentenciados mediante terminación 
anticipada cuando estaban con prisión preventiva encuestados el 100% consideran que el 
imputado si esta en desigualdad de armas legales al estar en una prisión, del 100% de 
abogados litigantes encuestados el 60% consideran que el imputado si está en desigualdad 
de armas legales al estar en una prisión, del 100% de fiscales de las fiscalías penales 
corporativas de Maynas  encuestados el 12,5% consideran que el imputado si está en 
desigualdad de armas legales al estar en una prisión, del 100% de jueces de los juzgados 
de investigación preparatoria de Maynas encuestados el 0% consideran que el imputado 
si está en desigualdad de armas legales al estar en una prisión. 
d. No resulta peligroso para el sistema procesal penal que la ejecución de la Prisión 
Preventiva conlleva a un proceso de Terminación Anticipada, como se muestra en la tabla 
Nº 17 muestra que del 100% de Jueces de los Juzgados de Investigación Preparatoria de 
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Maynas encuestados el 100% consideran que la ejecución de la Prisión Preventiva que 
conlleva a una Audiencia de Terminación Anticipada no resulta peligrosa para los fines 
que persigue nuestro sistema penal, declarándose la culpabilidad de una persona inocente 
o aplicándose penas muy leves para los autores de delitos graves, del 100% de Fiscales 
de las fiscalías penales corporativas de Maynas encuestados el 62.5% consideran que la 
ejecución de la Prisión Preventiva que conlleva a un proceso de Terminación Anticipada, 
no resulta peligrosa para los fines que persigue nuestro sistema penal, declarándose la 
culpabilidad de una persona inocente o aplicándose penas muy leves para los autores de 
delitos graves, los Abogados litigantes del 100% encuestados el 82.5% consideran que la 
ejecución de la Prisión Preventiva que conlleva a un proceso de Terminación Anticipada, 
no resulta peligrosa para los fines que persigue nuestro sistema penal, declarándose la 
culpabilidad de una persona inocente o aplicándose penas muy leves para los autores de 
delitos graves. 
e. Si hacen bien los jueces de investigación preparatoria al conducir la audiencia de 
Terminación Anticipada cuando antes dictaron prisión preventiva, así de acuerdo a la 
tabla Nº 14 muestra que del 100% de Jueces de los Juzgados de Investigación Preparatoria 
de Maynas encuestados el 100% consideran que los jueces de investigación preparatoria 
hacen bien al conducir la terminación anticipada cuando antes ordenaron la prisión 
preventiva, del 100% de Fiscales de las fiscalías penales corporativas de Maynas 
encuestados el 100% consideran que los jueces de investigación preparatoria hacen bien 
al conducir la terminación anticipada cuando antes ordenaron la prisión preventiva, del 
100% de Abogados Litigantes encuestados el 100% consideran que los jueces de 
investigación preparatoria hacen bien al conducir la terminación anticipada cuando antes 
ordenaron la prisión preventiva y del 100% Sentenciados mediante terminación 
anticipada cuando estaban con prisión preventiva el 62,5% encuestados consideran que 
los jueces de investigación preparatoria hacen bien al conducir la terminación anticipada 
cuando antes ordeno la prisión preventiva. 
5.2. RECOMENDACIONES: 
 A los Jueces de Investigación preparatoria, velar por las garantías procesales, 
cautelar los derechos que amparan a toda persona que se encuentra inmerso en un proceso 
penal, incidiéndose de manera precisa sobre el derecho a la presunción de inocencia; 
asimismo el juez debe proporcionar la prioridad necesaria y actuar de forma especial y 
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con prontitud o celeridad respecto a la tramitación de los procesos en las cuales el 
imputado se encuentre en calidad de detenido, para de esta forma evitar que el investigado 
detenido atraviese por alguna excesiva aflicción física y psicológica, teniendo presente 
que aún no se encuentra condenado, lo que podría resquebrajar su capacidad de respuesta 
en el proceso, mancillando de esta forma su derecho a la dignidad humana, evitándose de 
esta forma que el imputado llegue a negociar (terminación anticipada) condicionado a 
presiones externas que afecten o incidan en la toma de su decisión. 
 
 A los señores magistrados de las fiscalías provinciales penales corporativas de 
Maynas, recomendar que en su condición de Titular de la acción penal y dentro de la 
búsqueda de la verdad como persecutores del delito, cumplan con sus funciones 
principales de la defensa de la legalidad, actuando con objetividad exentos de 
apasionamientos ni presiones mediáticas, al momento de solicitar sus requerimientos de 
prisión preventiva o en el transcurso de sus investigaciones, respetando los derechos de 
los ciudadanos, evitando sobreponerse sobre el imputado, garantizando una efectiva 
igualdad de armas, las mismas que se encuentran dentro de los principios fundamentales 
del derecho penal y por último defendiendo los intereses públicos, buscando la paz social. 
 
 A los abogados litigantes actuar con responsabilidad y diligencia, 
desempeñándose con estricta observancia de las normas jurídicas, debiendo actuar 
activamente en el transcurso de la investigación, aportando información a la misma, de 
manera que ejerza una defensa técnica sólida, orientada a la búsqueda de la verdad y a la 
mejor alternativa respecto a los beneficios que podría optar su patrocinado dentro del 
proceso, coadyuvando a la igualdad de armas. 
 
 A los imputados, coordinar constantemente con su abogado defensor, de manera 
que actúen en simbiosis (defensa material y defensa técnica), analizando cada resultado 
de la investigación, a fin de tomar la decisión más favorable, de manera que en caso de 
generarse alguna presión sobre el imputado que se encuentra recluido bajo prisión 
preventiva se pueda arribar a una correcta, objetiva y firme decisión respecto a las 
alternativas o beneficios que pudieran obtener según las circunstancias en las que se 
encuentren, sin tener que recurrir a decisiones apresuradas para obtener una sentencia 
cual sea el resultado. 
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 A los representantes del Ministerio Público, continuar promoviendo los 
mecanismos alternativos de solución de conflictos (principio de oportunidad), y los 
mecanismos de simplificación procesal (terminación anticipada y otros que señala la ley) 
haciendo uso de sus facultades discrecionales que poseen, a fin de racionalizar la 
persecución penal y coadyuvar a la economía procesal.  
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